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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Pablo Abdala. 
MIEMBROS: Señores Representantes José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por el Banco de Previsión Social, señores maestro Ernesto Murro, Presidente; Heber 
Galli, Vicepresidente; y Directores profesor Geza Stari, Ariel Ferrari, doctores Armando 
Cuervo y Jorge Papadópulos y señora contadora Elvira Domínguez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pablo Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social agradece la presencia y tiene el gusto de recibir a los integrantes del 
Directorio del BPS, señor Ernesto Murro, Presidente; señor Heber Galli, Vicepresidente; contadora Elvira 
Domínguez, Directora; señor Ariel Ferrari, Director en representación de los activos; profesor Geza Stari, 
Director en representación de los jubilados, y los doctores Armando Cuervo y Jorge Papadópulos, ambos 
Directores. 


De acuerdo con lo que oportunamente se consideró en esta Comisión y finalmente se aprobó y luego fuera 
formalmente comunicado al Directorio del Banco de Previsión Social y este acusara el correspondiente 
recibo, tenemos un temario importante y frondoso para conversar, compuesto por varios puntos de lo más 
diversos. A los puntos sugeridos por la Comisión se agrega otro que el Directorio del Banco solicitó 
incorporar al orden del día y que con mucho gusto vamos a considerar, relacionado con la industria de la 
construcción. 


Por lo tanto, la Presidencia se permite exhortar proponiéndose, además, predicar con el ejemplo, dentro de lo 
posible y sin coartar la libre expresión de ninguno de los señores legisladores y mucho menos de los 
invitados a la hora de contestar las interrogantes, a ser concretos en las respuestas, a los efectos de dar la 
mayor dinámica posible a este intercambio, sin perjuicio, naturalmente, de lo que resulte necesario y 
conveniente en el momento de fundamentar los planteos. 


De manera que, siguiendo el orden preestablecido, corresponde considerar el primer punto del orden del día: 
"Políticas o decisiones relacionadas con las AFAP (traslado de costos de la recaudación de los aportes, entre 


otras)". 


En nuestra condición de integrante de la Comisión, no ya de Presidente, queremos hacer algunas 
consideraciones al respecto a los efectos de que sirvan de base para que los integrantes del Directorio del 
Banco de Previsión Social puedan formular los comentarios que entiendan convenientes. Oportunamente 
propusimos en el ámbito de la Comisión que el Directorio del Banco fuera invitado a comparecer para 
analizar este tema. Concretamente, estamos interesados en conocer el alcance y los contenidos de 
determinadas decisiones que en los últimos tiempos dicho esto con sentido relativo; cuando hablamos de 
tiempo nos referimos a los últimos días, semanas o meses ha adoptado el Banco de Previsión Social con 
relación al sistema de las AFAP. En algunos casos, estas decisiones han tenido su correlato en decisiones de 
carácter judicial, concretamente, una sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que según 
tenemos entendido anuló una o dos creo que fueron dos resoluciones del Banco de Previsión Social referidas 
precisamente al traslado de los costos de recaudación del Banco de Previsión Social hacia las AFAP. Por lo 
tanto, sin el propósito inicial de generar o abrir un debate, porque seguramente esta no es la oportunidad ni la 
instancia y porque además este tema por definición es polémico y sin ninguna duda tiene proyecciones de 
carácter político de hecho, ya ha habido insinuaciones en cuanto a que será un tema a plantear en el debate 
preelectoral de cara a las próximas elecciones internas y en las nacionales, en principio, nosotros aspiramos a 
tener información del BPS con relación, precisamente, a esas decisiones que se han adoptado. Nos estamos 
refiriendo a las decisiones vinculadas con el traslado de los costos de recaudación y también a alguna 
decisión reciente que, según tenemos entendido y de acuerdo con lo que trascendió públicamente, se adoptó y 
tiene que ver con promover en su condición de accionista de República AFAP una rebaja de las comisiones 
que esta cobra a sus afiliados por los servicios que les presta. Y nos referimos también a una eventual 
vinculación entre una situación y la otra, es decir, entre la decisión judicial de anular las resoluciones 
referidas al cobro de la recaudación con la posterior decisión de promover una rebaja en las comisiones. Y 
queremos explicarnos en este sentido. De acuerdo con lo que públicamente advertimos por lo menos así se 
trasmitió la noticia o por lo menos así se interpretó por parte de alguno de los medios de comunicación que 
informaron a la población, esta última decisión de promover una rebaja de las comisiones habría sido una 
suerte de actitud reactiva frente a la anulación por parte de la Justicia de las decisiones vinculadas con el 
cobro de la recaudación. Por lo menos así se interpretó. Por lo tanto, me parece bueno que el Directorio del 
Banco de Previsión Social tenga la oportunidad nosotros le solicitamos esa alternativa de aclarar esta 
situación, porque si fuera así, por definición, eso generaría cierta polémica, ya que si la rebaja de las 
comisiones es buena, lo es en cualquier marco y circunstancia y no se hace simplemente porque la Justicia 
haya anulado una decisión relativa a un aspecto colateral vinculado pero diferente. Si la rebaja de las 
comisiones es buena, entonces, la pregunta que surge naturalmente es por qué se promueve ahora y no en el 
año 2005, cuando el actual Directorio del Banco de Previsión Social asumió sus competencias e inició sus 
funciones. Simplemente estoy preguntando y no haciendo juicios de valor, pero reitero que sería importante 
conocer el alcance de estas decisiones y la eventual vinculación que pudiera haber entre ellas, porque en 
algún momento trascendió que la decisión vinculada con la rebaja de las comisiones fue una suerte de actitud 
reactiva frente a un fallo de la Justicia que no conformó o no satisfizo al Banco de Previsión Social. 


Más allá de que después podamos volver a intervenir, dejo planteadas estas interrogantes para empezar a 
conversar sobre este tema, sin perjuicio de que si los señores legisladores quieren agregar algún comentario 
antes de ceder la palabra al Directorio del Banco de Previsión Social con mucho gusto se la cederemos. 


SEÑOR BLASINA.- El señor Presidente recién preguntaba si los integrantes de la Comisión queríamos 
agregar algo a lo que él acaba de manifestar, para beneficio del transcurso de la reunión y para que 
esta parta de la base de que se exponga ante nuestros visitantes realmente cómo ocurrieron los hechos. 
Adelanto que no estoy diciendo que el planteo que acaba de hacer el Presidente de la Comisión no sea 
absolutamente legítimo, pero quiero aclarar a los visitantes que los comentarios que él realiza acerca 
de las eventuales razones que hubieran motivado la rebaja de las comisiones no fue un aspecto que se 
hubiera discutido antes en la Comisión. De manera que los razonamientos que hace insisto: 
absolutamente legítimos no parten de un intercambio previo en la Comisión. Lo único que parte de la 
Comisión es la pregunta específica y concreta que hace el señor Diputado Pablo Abdala y que se 
introduce como punto a tratar en la invitación que se hace al Directorio del Banco de Previsión Social. 


Esto es aplicable a este punto y a todos los otros que conforman la agenda de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder la palabra al señor Presidente del BPS quiero dejar una 
constancia. Agradezco al señor Diputado su intervención y ratifico que efectivamente en mi condición 
institucional de Presidente de la Comisión di la bienvenida al Directorio y en determinado momento 
dije que me despojaba de esa condición y que hablaba como integrante de la Comisión e hice todo el 
razonamiento que acabo de formular, simplemente ejerciendo el derecho que como integrante tengo. 
Me parece bueno lo que acaba de aclarar el señor Diputado Blasina, porque sin duda lo que abunda no 
daña, como se dice comúnmente. 


SEÑOR MURRO.- En primer lugar, queremos celebrar esta nueva reunión de la Comisión de 
Seguridad Social de la Cámara de Diputados con el Directorio del Banco de Previsión Social en pleno. 
Estamos presentes los siete Directores, tanto quienes fuimos designados por el Poder Ejecutivo como 
quienes fueron electos por los sectores sociales. Para nosotros es muy importante destacar una vez más 
la pluralidad de este Directorio, integrado de esta manera, y creemos que es una de las fortalezas de 
nuestra institución y de la seguridad social en el Uruguay, la que felizmente está siendo reconocida por 
este y otros aspectos a nivel internacional. 


En segundo término, me alegra y me reconforta que el motivo de esta reunión sea conversar sobre todos los 
temas por los cuales fuimos convocados, los seis puntos que están en el orden del día, ya que por algunas 
noticias o declaraciones en la prensa parecería que estábamos convocados solo por el tema relacionado con 
las AFAP, sobre el que con mucho gusto estamos dispuestos a discutir, aun cuando solo estuviéramos 
convocados por ese punto, pero me parece importante que podamos considerar esta pluralidad de asuntos que 
figuran en el orden del día. 


En tercer lugar, reiteramos a la Comisión una propuesta que ya el Directorio hiciera en el año 2005 en el 
sentido de mantener reuniones bimensuales; hemos insistido en esto, pero lamentablemente no se ha podido 
concretar. Comprendemos las múltiples actividades que la Comisión tiene, pero entendemos que sería bueno 
mantener reuniones periódicamente para analizar los distintos temas, porque ello ayudaría a un mejor trabajo 
de ambas partes: el Directorio del BPS se enriquecería con los aportes de los señores legisladores y 
seguramente el Directorio del BPS podría aportar algo al trabajo de los señores legisladores. 


Nuestra intención es hablar de los seis puntos que están en el orden del día propuesto por la Comisión. En ese 
sentido, en primer lugar nos permitimos señalar algo que nos gustaría recordar, porque nos parece que es 
información histórica muy importante. Esto de cobrarle a las AFAP como reintegro de gastos no es una idea 
de este Directorio. Ese es el primer punto. Esto fue resuelto por el Directorio del BPS en 1998. En esa época 
el Directorio estaba integrado por dos representantes del Partido Colorado y dos representantes del Partido 
Nacional, por el Poder Ejecutivo, y por los tres Directores sociales. No solamente fue resuelto por el 
Directorio del BPS en 1998, sino que la propia Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que tenía 
funcionando el programa de reforma de la seguridad social, coordinado por el economista Tabaré Viera, 
también se interesó por el tema en el sentido de proceder al cobro de este reintegro de gastos e, inclusive, nos 
pidió un informe. Este asunto fue discutido en varias sesiones de Directorio del BPS. Por ejemplo, cuando en 
la primera sesión del año 1998, el día 22 de enero, se aprueba el acta de la anterior sesión en cada sesión se 
aprueba el acta del Directorio anterior, el entonces Presidente Berchesi dice: "(...) En la página 23 esto es 
para la señora Gerenta General " en ese momento era la señora Myra Tebot "usted elevó un informe sobre el 
costo a cobrarle a las AFAP, por concepto de los servicios que le prestamos básicamente de distribución, 
afiliación, etc. Eso se le mandó al contador Gomeza" el contador Gomeza es un Gerente del Banco de 
Previsión Social; había sido uno de los principales autores del informe acerca de cómo y qué cobrarles a las 
AFAP por reintegro de gastos; sigue siendo funcionario del BPS, hoy en el área de finanzas "con las Actas a 
los efectos que él fuera armando el informe, pero el contador Acle" entonces representante del sector 
empresarial "había hecho una propuesta en el sentido de que independientemente de cuál sea el costo final 
empecemos a cobrarles algo y lo que tendría que fijar el contador Gomeza o el equipo suyo, señora Gerenta 
General, es cuánto sería un mínimo razonable para cobrarles". Luego continúa hablando de otro tema, 
relativo a un local de pagos en Salto, y finalmente, como se hace habitualmente, pregunta: ¿"Estaríamos 
aprobando el Acta N* 41?" Y todos los señores Directores dicen: "De acuerdo". De manera que se aprueba el 
acta N* 41, de la sesión del día 17 de diciembre de 1997, en la que también se había discutido el tema. 


En ese momento yo era Director por los trabajadores y obviamente estaba de acuerdo con cobrarles, como 
también lo estoy hoy y considero que es legal. También estaba de acuerdo con esto el Director Luis Alberto 
Colotuzzo, representante de los jubilados y pensionistas, así como el Director Acle, representante del sector 


empresarial. El Director Acle reiteradamente se había expresado, en su legítimo derecho, a favor de este 
sistema del régimen mixto, incluyendo las AFAP. En la sesión del día 17 de diciembre de 1997, el Director 
Acle dijo: "Yo creo que es bueno que las AFAP empiecen a pagar. Quizás se podría estudiar para la próxima 
sesión, fijar una cuota provisoria mínima y a partir de enero," enero de 1998 "reliquidar, porque, de otro 
modo vamos a dejar pasar mucho tiempo y...”. Esto figura en el acta que luego se leyó y aprobó por parte del 
Directorio del BPS. 


Posteriormente, en Acta N* 27 del Directorio del BPS, de 12 de agosto de 1998, se expresa con relación a la 
señora Myra Tebot: "La señora Gerenta General expresa que este ingreso extraordinario" por cobrarle a las 
AFAP "está previsto en el Proyecto de Presupuesto correspondiente al año 1998 y 1999, aclarando que esa 
partida por ese concepto estaba incluida en el Presupuesto 1997 (...)". Quiere decir que en el Presupuesto del 
BPS del año 1997 que no solamente es aprobado por el Directorio, sino que pasa por todos los lugares que 
tiene que pasar; inclusive hay intervención parlamentaria esa partida esta prevista; lo que se hizo fue 
actualizarla para el ejercicio 1998-1999. Eso lo dice la Gerenta General el día 12 de agosto de 1998. Me 
permito señalar lo que manifiesta el Director Ignacio Risso seguramente el señor Diputado Pablo Abdala lo 
conoce; el señor Ignacio Risso había sido designado por el sector representado por el doctor Lacalle, y se 
desempeñó como un muy buen Director del BPS y que figura en el acta del día 12 de agosto de 1998. En el 
acta figura lo siguiente: "El Director Ignacio Risso manifiesta que le parece de buena técnica el haber 
incluido la partida correspondiente en el Presupuesto, comparte que la decisión corresponde al Banco" es 
decir, el BPS "por la competencia que emana para el Organismo de la Ley y de la Constitución de la 
República (...)". Menciono esto para mostrar cómo fue tratado y aprobado el tema en el Directorio. Este no es 
un invento de este Directorio; si lo fuera, en mi opinión, sería un buen invento, pero ni siquiera somos autores 
de su invención. 


Por último, me permito destacar que el Directorio, para más seguridad, pidió informes jurídicos. ¿Qué 
discutía el Directorio? Discutía si se podía cobrar un costo fijo. Inicialmente, el informe indicaba cobrar 
US$ 0,40 por cada transferencia a las AFAP; luego se aprobó un porcentaje. Aclaro que nosotros aplicamos 
un porcentaje. Inclusive, en el informe del año 1997 se detallaba qué costos tiene el BPS. Se detalla que tiene 
costos de implantación, costos por el personal desafectado de sus tareas habituales e incorporado a los 
equipos del proyecto para implementar la ley, costos de instalación física y de equipamiento, costos 
derivados de la contratación de un proveedor para suministrar infraestructura informática y de 
comunicaciones tuvimos que contratar con la empresa IBM, a la que hay que pagarle para que haga estas 
cosas, costos de sistemas, por contratación de proveedores para suministrar los sistemas informáticos en este 
caso también contrato con IBM, que tenemos que pagar, costos de captura de la información de nóminas, 
costos derivados de la necesidad de relevar en forma mensual la información de ingresos personales de los 
trabajadores declarados en el sistema, costos de recaudación los de cobranza y costos de los servicios de 
procesamiento de la información que comprenden a personal del Banco y a personal de IBM. Esto se aprobó 
en el Directorio en 1997. 


El informe jurídico de 31 de agosto de 1998 ya no está entre nosotros el doctor Antonio Trimarco, quien 
durante años fue un especialista en los temas jurídicos del BPS y Gerente de la Asesoría Técnica Legal y de 
Asuntos Internacionales, lo que sería la Sala de Abogados del BPS señala en forma categórica que si lo que 
se consulta es la procedencia jurídica, la respuesta solo puede ser una, o sea, que el BPS está efectivamente 
habilitado, en mérito a lo establecido por el artículo 56 del Decreto 399/995 a requerir de las AFAP los 
reintegros de los gastos no personales a costo estricto que se deriven de la aplicación de la ley. Eso así fue 
comunicado en nota firmada por el nuevo Presidente, el Técnico Agropecuario Carlos Gasparri; en ese 
momento cambió la Presidencia, se fue Berchesi y asumió Gasparri, no por estas cosas, lo aclaro por las 
dudas. La nota, de 16 de noviembre de 1998, firmada por el Presidente Gasparri y por el Secretario General, 
doctor Tolosa, está dirigida al coordinador del Programa de Reforma de la Seguridad Social de la OPP, 
economista Tabaré Viera, y señala que reitera a la OPP la solicitud de asesoramiento relativo al 
procedimiento y fórmulas de cálculo, pero aclara que en el Directorio no hay ninguna duda de la legalidad de 
cobrar los reintegros de gastos en base a este informe. De manera que el Directorio del BPS, con la 
integración que tenía reitero que había dos representantes del Partido Colorado, dos del Partido Nacional y 
tres Directores sociales, que en ese momento eran el señor Colotuzzo, el contador Acle y quien habla, basado 
en el informe jurídico de la Sala de Abogados del BPS, denominada repartición Asesoría Técnico Legal y de 
Asuntos Internacionales, pero símil de la Sala de Abogados de otros organismos, órgano jurídico máximo del 
BPS, entendía que era procedentes cobrarles. A esto agrego que por casualidad no lo sabíamos, es una 
casualidad; a veces, las casualidades sirven de ejemplo el Decreto de que estamos hablando y que en su 


artículo 56 habilita al BPS a cobrar reintegros de gastos, es del año 1995 hace catorce años, y está firmado 
por el doctor Julio María Sanguinetti, por Juan Alberto Moreira y por alguien que seguramente todos los 
señores legisladores conocen: la doctora Analía Piñeyrúa, quien en aquel momento era Ministra de Trabajo y 
Seguridad Social. El artículo 56 del Decreto 399/995 dice lo siguiente: "(Reintegro de gastos) En la 
prohibición mencionada en el artículo 142 de la Ley," se refiere a la Ley N* 16.713 "no se incluyen los 
reintegros de gastos no personales, a costo estricto, que pudieran tener el Banco de Previsión Social o el 
Banco Central del Uruguay por aplicación de la Ley". 


En este Decreto se amparó el Directorio del Banco de Previsión Social en 1997 y 1998 para tomar la 
resolución que tomó y para incluir en su Presupuesto que fue aprobado y que nadie cuestionó US$ 1:400.000 
anuales por las dudas aclaro que es más de lo que estábamos cobrando hasta ahora para este tema. 


Señalo todo esto porque me parece que es importante hacer historia de cómo se llegó a esta situación. El 29 
de marzo, cuando asumimos los Directores nombrados por el Poder Ejecutivo del nuevo Gobierno del Frente 
Amplio, inmediatamente planteamos que queríamos hacer eso que en definitiva se había resuelto pero no se 
había hecho. ¿Cómo? Tomamos todos estos antecedentes, simplemente los actualizamos, en general 
trabajamos con la misma gente que había trabajado con los anteriores Directorios, convocamos a las AFAP, 
dialogamos extensamente con cada una de ellas y a partir del 1” de marzo de 2006 empezamos a cobrarles. 


Quiero destacar que en primer lugar se conversó mucho con las AFAP. Me voy a permitir leer algunos trozos 
del acuerdo que firmamos con las AFAP los días 29 y 30 de marzo de 2006. Miren por ejemplo, de las cosas 
que se hablaba en el acuerdo. Se decía que la tasa de reintegro fijada en el presente no podrá variar en el 
transcurso de cada período de convenio, cinco años, en más menos un 10%. O sea que no solamente se hacía 
acuerdo para ese momento, sino hacia el futuro. Se decía, además, que las partes o sea las AFAP y el BPS, 
convienen en analizar la revisión del cálculo de gastos reintegrables a pedido fundado de cualquiera de ellas. 


Y en el anexo, que está incorporado al acuerdo, se establecen cuáles son los tres rubros por los cuales se 
cobraba. Les cobramos por menos rubros, inclusive, que los que se habían definido en los años 1997-1998. 
¿Se acuerdan que yo leí que eran seis? Bueno, acá son tres: gastos de cobranza, gastos de procesamiento y 
gastos de correspondencia y está expresamente definido al centésimo lo que se iba a cobrar. Algunas AFAP 
dijeron que tenían dudas y que querían recurrir el acuerdo. Y el propio acuerdo llega a establecer que pueden 
hacerlo y que si lo hacen, si ellas ganan, no reclamarán para atrás. En tanto, si gana el BPS, no reclamará por 
toda la historia, porque podríamos reclamarles el cobro, por ejemplo, desde 1996, que fue cuando 
empezamos a trabajar. 


En otros países me importa destacar esto en forma muy detallada esos trabajos que el BPS hace gratuitamente 
a las AFAP ahora, a raíz de la sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que no es una 
sentencia de la Justicia sino de ese Tribunal, dejamos de cobrarles los hacen las propias AFAP. Por ejemplo, 
en Chile las AFAP cobran más o menos la misma comisión que en Uruguay, pero todo este trabajo que el 
BPS les hace gratis lo llevan a cabo las propias administradoras; es muy importante que esto se sepa. Lo 
mismo ocurre en otros países de América. Esto explica las ganancias que tienen las AFAP en general y las 
nuestras en particular. 


El Diputado Pablo Abdala preguntaba si esto es una actitud reactiva y creo que está equivocado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Yo pregunté, no afirmé. 

SEÑOR MURRO.- Yo lo entendí como una pregunta en sentido afirmativo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se lo aclaro, entonces. 

SEÑOR MURRO.- Pero lo sigo entendiendo así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos una discrepancia, entonces. 


SEÑOR MURRO.- Y bueno, no es la única. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya es un problema de confianza, entonces. 
SEÑOR MURRO.- Esa es su expresión, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí señor. 


SEÑOR MURRO.- Decía que no se trata de una actitud reactiva, porque apenas asume este Directorio 
del Banco en 2005 que, como ustedes advertirán, no está integrado por siete personas que se juntan en 
un boliche a resolver cosas: tenemos reuniones con informes técnicos, con muy buenos informes de 
servicios gerenciales, con actas que se discuten, se corrigen y se aprueban en la sesión siguiente, y esto 
lo quiero destacar le pide un informe a la Asesoría General de Seguridad Social que es orgullo de 
nuestro organismo y creo que del país: Asesoría General en Seguridad Social, Asesoría Económica y 
Actuarial, Asesoría General de Seguridad Social, que dirige el contador Camacho, un hombre 
absolutamente reconocido en este país. Esa asesoría ha estado asistiendo en el Uruguay a todos los 
procesos de reforma, inclusive en lo que tiene que ver con la Ley N” 16.713. Le pedimos un informe 
acerca de cuánto y cómo se podían bajar las comisiones de las AFAP. Dicho informe que está diponible 
fue de amplio conocimiento y en 2005 decía que las comisiones de las AFAP se podían bajar un 25% sin 
afectar para nada el funcionamiento del sistema ni de las empresas. Por tanto, esta posición de hoy no 
es reactiva, sino que es coherente y consecuente con una postura histórica del BPS, y de este Directorio 
en particular, en el sentido de que las comisiones que cobran las AFAP eran altas y que se podían y se 
pudieron bajar 


Digo esto porque creo que al señor Diputado Pablo Abdala le falta información. Las comisiones de República 
AFAP han venido bajando permanentemente desde que asume este nuevo Directorio en 2005, y me voy a 
permitir entregarle en este momento una gráfica al señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, la vamos a distribuir. 


SEÑOR MURRO.-- Allí se advierte que no es que la comisión de República AFAP se baje ahora, sino 
que se viene bajando permanentemente. Siempre fue la más baja de todas las comisiones de todas las 
AFAP, y en particular en esta Administración. Cuando el Directorio del BPS, en base al informe de la 
Asesoría General de Seguridad Social dijo que las comisiones de administración se podían bajar un 
25%, algunos pusieron el grito en el cielo y nos dijeron unas cuantas cosas; eso es bastante común. 
Pero resulta que hoy nos encontramos con que República AFAP no bajó la comisión el 25% sino más, y 
no pasó nada. No solo eso, sino que República AFAP es la administradora de fondos que tiene la 
comisión más baja del mercado: hoy su comisión de administración es prácticamente la mitad de la 
que cobran las otras AFAP. A la gráfica que se ha repartido falta agregarle la rebaja a partir de abril, 
que es la que se hace ahora. Esto es parte de una historia de rebajas, que en la gráfica está 
absolutamente clara. Por ejemplo, si hacemos las mediciones de una forma que no me gusta mucho 
pero es la que tengo en la gráfica que es el porcentaje de comisión de administración con relación al 
salario nosotros preferimos medir la comisión de administración con relación al aporte, pero las 
cuentas son fáciles de hacer: estos números se dividen entre quince y da la comisión con relación al 
aporte, cuando las otras tres AFAP estaban por encima del 2%, en 2004 República AFAP estaba en 
1,77% y hoy está en 1,17%, mientras las otras siguen estando por encima del 2%. Estamos hablando 
de que las otras con relación al aporte que yo creo que es una forma más transparente, más cristalina y 
más clara de que los trabajadores entiendan que cada mes aportan lo que se les descuenta están 
cobrando en el orden de un 15% por concepto de comisión de administración, mientras que República 
AFAP ahora, desde abril, está cobrando el 7,8%, prácticamente la mitad. Pero esta es una política 
histórica; no es de ahora, impulsada por este Directorio del BPS y por este Directorio de República 
AFAP. Estas cuestiones se plantean, se acuerdan y se aprueban en el Directorio de República AFAP. 


Me permito señalar, además, que esto no generó ningún caos. Cuando dijimos que las comisiones se podían 
bajar un 25% si tienen tiempo algún día lean las noticias de prensa de aquel momento parecía que iba a haber 
un caos, pero no pasó nada. Es más: hoy República AFAP es la administradora que tiene proporcionalmente 
más afiliados. En el año 2008 tenía el 40% de los afiliados en este sentido, ese año creció más que todas las 
otras AFAP; es la que tiene el mayor porcentaje del fondo en el orden del 57% del fondo administrado; es la 


que tiene la mayor rentabilidad neta esto es muy importante destacarlo y no solo la menor comisión. Y es la 
que tiene a partir de otra resolución que tomamos en el Directorio de República AFAP, a propuesta del otro 
accionista importante, el Banco de la República e inmediatamente los otros dos accionistas, el BPS y el 
Banco de Seguros del Estado, la apoyamos la mayor garantía de reserva, lo cual también es importante 
destacar. Porque como ya hay AFAP que están teniendo que poner dinero para garantizar la rentabilidad 
promedio, menos 2 porque no hay rentabilidad garantida en el sistema, lo que hay es promedio más menos 2 
y ya hay alguna AFAP que está teniendo que poner plata de su capital para llegar a la rentabilidad promedio 
menos 2 y este es un tema que sí debería preocuparnos a todos República AFAP, en defensa de sus afiliados, 
para tratar de atenuar los impactos de la crisis mundial producto de las políticas neoliberales que se aplicaron 
y de la forma de llevar adelante los fondos de pensiones, tema del cual vamos a hablar a partir de este mes de 
abril se ha transformado en la que tiene la mayor garantía de reserva. ¿Y cómo hicimos eso en el Directorio 
de República AFAP? A costa de disminuir nuestras utilidades. Acá había que tomar una decisión y decidimos 
rebajar las utilidades de nuestros accionistas en otras AFAP son bancos privados, acá estamos hablando del 
Banco de la República, del Banco de Seguros del Estado y del instituto de seguridad social para aumentar las 
garantías de los trabajadores. La garantía de reserva por ley está establecida entre el 0,5% y el 0,6% del 
fondo. Hoy República AFAP tiene 0,55%: es la que tiene la mayor garantía de reserva, porque en la sesión 
donde aprobamos esta nueva rebaja no una rebaja reactiva decidimos también aumentar la garantía de reserva 
para atenuar el efecto real que ya ha caído sobre los trabajadores en lo que tiene que ver con los fondos de 
pensiones. 


Tengo en mi poder el Boletín Estadístico AIOS, Asociación Internacional de Organismos de Supervisión de 
Fondos Previsionales, importante organización en la que las superintendencias de las administradoras de 
fondos previsionales de los países o sea, los organismos reguladores de las AFAP, AFP, AFJP, AFORES o 
como se llamen producen un informe semestral de los principales indicadores de sistemas de ahorro de 
capitalización individual, en este caso, de América Latina. Informa, pues, sobre Argentina, Bolivia, Chile, 
Colombia, Costa Rica, El Salvador, México, Perú, República Dominicana y Uruguay. Ahora estamos 
esperando que salga el informe de diciembre de 2008. El que obra en mi poder, de junio de 2008, es el último 
publicado lo verificamos ayer y dice cosas interesantes. Yo, medio atrevido, sugeriría que cuando los señores 
legisladores tengan tiempo le den una lectura, porque creo que ayuda a comprender mejor esta realidad y, 
además, es una fuente indudable, porque acá quienes informan son las superintendencias de cada país, por 
ejemplo, en el caso de Uruguay, el que informa es el Banco Central. En otros países informan las 
superintendencias de las administradoras de fondos previsionales. 


En este sentido, a junio de 2008, Uruguay aparece con una comisión sobre aportes del 18,3%; Chile, con el 
20,4% esto es lo que señalaba: cobra más o menos lo mismo y resulta que acá les hacemos todo el trabajo 
gratis; Bolivia con el 18%; El Salvador con el 21%; Colombia con el 21%; Perú con el 21%. Ese es un dato 
en cuanto a las comisiones sobre aportes. 


Otro dato que me parece importante destacar es el siguiente. En un reportaje que el Diputado Pablo Abdala 
ha citado, creo que él fue llevado a confusión por el medio de comunicación. Acá sí quiero creerle al señor 


Diputado: quiero creer que fue llevado a confusión por el medio de comunicación, aunque también después 
lo repitió igual el diario "El País", cosa que me llamó la atención. 


SEÑOR PRESIDENTE. No estamos tan mal, entonces. 


SEÑOR MURRO.- No, pero el diario "El País" repite el error que también tuvo el Diputado. Ahora 
bien, reitero, en el caso del Diputado quiero creer que no leyó la nota. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso dije que no estamos tan mal. 


SEÑOR MURRO.- Por eso traje la nota; después la vamos a leer con más tiempo y creo que al 
Diputado también le haría bien leerla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, yo también la voy a leer. 


SEÑOR MURRO.- Si uno mira el número de afiliados a las administradoras de fondo previsional que 
efectivamente aportan en los países de América Latina los regímenes que están funcionando, porque 


hay varios que ya se derogaron: esto es importante saberlo, vemos que el porcentaje es del 41,5%. 
¿Saben cuál es el único país de América Latina que en estos años aumentó la cantidad de gente afiliada 
que cotiza? Uruguay. Lo hizo en este Gobierno, en esta Administración, en estos años, con este 
Directorio. ¿Por qué señalo esto? En el citado reportaje yo dije que a veces las AFAP nos deberían 
agradecer: nunca les fue tan bien como con esta Administración. Durante los años 2002, 2004, en 
Uruguay aportaban el 533% o el 56%; hoy están aportando el 65% y cada año crecemos, tenemos una 
mejor relación afiliado-cotizante. ¿Qué venía pasando desde 1997 hasta 2003 con todos los Directorios 
y Administraciones anteriores? Venía cayendo la cantidad de afiliados que efectivamente cotizaban. 
Aun en momentos de auge económico, como ocurrió en 1998 o principios de 1999, cuando el BPS 
alcanzó el anterior récord de cotizantes que ahora hemos superado largamente, para comparar dos 
períodos de bonanza económica, igual caía la cantidad de afiliados que efectivamente cotizaban. 
¿Cuándo empezaron a levantar y cuándo están en su mejor momento? En este Directorio, en esta 
Administración, con esta gente que está gestionando este sistema. Me interesa destacar todo esto 
porque me parece importante que se tenga en cuenta. 


Me voy a referir a otro tema que interesa: qué está pasando con la rentabilidad; este es un asunto que nos 
debe preocupar. El Boletín Estadístico AIOS, que vuelvo a citar, es de junio. La crisis mundial se declara y 
empieza a afectar a partir de octubre, o sea que el informe es anterior al principal efecto de la crisis en los 
fondos de pensiones, que son particularmente afectados en el mundo, con muy fuertes caídas, 
fundamentalmente en los meses de setiembre, octubre, noviembre de 2008. Este informe que es anterior ya 
en esa fecha estaba marcando en todos los países en diez países de América Latina rentabilidad negativa: 
pérdida. Rentabilidad negativa es un invento nuevo: es pérdida. Perdieron. ¿Quiénes? Los trabajadores. Ya en 
los últimos doce meses la rentabilidad real en todos los países ya daba pérdida. O sea que este no es un 
problema solamente nacional. Es un problema internacional de estos regímenes y me voy a permitir dar 
información más actual que no figura en este informe porque, reitero, el boletín de diciembre saldrá 
próximamente de lo que es la pérdida de rentabilidad que informa el Banco Central del Uruguay en su 
Boletín N* 50, de diciembre de 2008, que dice que la rentabibilidad real bruta anual en Unidades Reajustables 
para el año móvil finalizado en diciembre de 2008 es de menos 23,06%. Quiere decir que el fondo de los 
trabajadores no de las AFAP perdió casi un 25% de su valor en Uruguay. 


Esto importa porque creo que lo peor que podemos hacer con estas cosas es lo del avestruz, que dicen que 
ante un problema esconde la cabeza. Y voy a permitirme leer dos documentos internacionales, que también 
creo que son incuestionables, uno del Banco Mundial y otro de la OIT. El Banco Mundial su documento 
acaba de aparecer, es de estos días es el principal promotor de estos regímenes en América Latina y en los 
países de Europa Central, Europa Oriental y ex soviéticos. El documento se llama "Banco Mundial Red de 
Desarrollo Humano" y bajo el título: "La crisis financiera y los sistemas obligatorios de pensiones en los 
países en desarrollo" voy a leer solamente dos frases; el documento está disponible, lo hemos hecho traducir 
en el BPS: estaba originalmente en inglés, habla de lo siguiente: "El impacto de la crisis financiera en las 
pensiones de capitalización de aporte definido" es decir en las AFAP, AFP, AFJP y menciona cuatro puntos. 
Uno, "cambios en los precios de los activos y la recuperación potencial en el mediano plazo". Dos: "La 
proporción del capital de pensiones que es sustentado por los activos de las cuentas de capitalización 
individual". Tres: "La necesidad de la presencia de las pensiones sociales mínimas o las garantías que están 
integradas en el sistema de pensiones", porque si depende solamente de la capitalización individual, hay 
mucha gente que la queda. Cuatro: "El requerimiento y la estructura para la conversión obligatoria en una" 
anualidad "de saldo acumulado". Y adviértase lo que se dice: "Las pérdidas en los valores de los activos en 
los últimos doce meses informados por los fondos de pensiones han sido considerables", entre el 8% y el 
50%. Uruguay se ubica en el 23%. 


Ahora el Banco Mundial me parece muy bien se preocupa de qué pasa con los sistemas de pensiones de 
reparto. Dice: "Los sistemas de pensiones de reparto relacionados con los ingresos se verán afectados de 
forma menos dramática e inmediata a medida que el descenso económico reduzca su flujo de ingresos y 
potencialmente aumente la solicitud de prestaciones". O sea que el Banco Mundial, principal impulsor de 
estos sistemas nos dice que la pérdida en los fondos en los países de América Latina y de Europa Central y 
Europa Oriental fue de entre el 8% y el 50% y que los fondos de los regímenes solidarios fueron menos 
dramáticos y menos afectados; luego propone una serie de medidas. 


El otro informe que me permito citar es un documento que está a consideración de la próxima conferencia 
anual de la OIT, que se reúne en el mes de junio en Ginebra. Se trata de un documento del Consejo de 


Administración, que es como la directiva de la OIT, que integran representantes de Gobierno, empresarios y 
trabajadores. A los efectos de su referencia, el documento es el GB.304/ESP/2, de fecha reciente: 6 de marzo 
de 2009. En el punto 60. se expresa: "En los países clientes del Banco Mundial que tienen sistemas de 
pensiones por capitalización, las pérdidas de los fondos de pensiones oscilaron entre un 8 y un 50 por ciento". 
Esto fue lo que dijimos recién. "En Chile, por ejemplo, los fondos privados de pensiones, que abarcan a 8,3 
millones de trabajadores, perdieron un total de 25.000 millones de los Estados Unidos en 2008. Los sistemas 
de pensiones tradicionales proporcionados por los gobiernos y financiados en base al reparto también 
resultarán afectados por la recesión actual, pero en una medida mucho menor que los fondos privados de 
pensiones”. Yo creo que esto nos debe llevar a tener una preocupación, a pensar cómo esto está afectando a la 
gente. Por eso, por ejemplo, tomamos la medida en el Directorio de República AFAP de mejorar la garantía y 
de bajar la comisión, porque si eso se hace, unos pesos más van para la cuenta de los trabajadores. 


También nos preocupan las ganancias de las AFAP, porque vemos que los trabajadores están perdiendo. No 
solamente en el último año la rentabilidad es negativa en Uruguay, sino en los últimos cinco años, aunque no 
tanto como en el último. Si uno mira los últimos cinco años hacia atrás, verá que la rentabilidad también fue 
negativa. Esto nos debe preocupar; tiene que llevarnos a tomar medidas, por ejemplo, como las que hemos 
adoptado en República AFAP y en el BPS. 


Si comparamos lo que perdieron los trabajadores con lo que ganaron las AFAP, en la página 24 del Boletín 
Estadístico AIOS vuelvo a mencionar este organismo internacional, se hace referencia al "Resultado de las de 
Administradoras", o sea, a cómo les fue como empresas a las AFAP, a las AFP, a las AFJP, a las AFORES en 
estos períodos. Yo me voy a referir en particular a cómo les fue a las uruguayas. Si tomamos el resultado de 
las administradoras la utilidad que tuvieron las sociedades anónimas administradoras de fondos de pensión, 
resulta que en 2002 ¿recuerdan la crisis? tuvieron un 34% de utilidad con relación a la comisión; en 2003, 
28%; en 2004, 26%; en 2005, 23%; en 2006, 22% y en 2007 y en 2008, 17%. Son utilidades muy 
importantes; yo no sé cuántas actividades en este país y en el mundo arrojan estas utilidades con relación a 
los ingresos por comisión. Si hacemos la medición la hacemos con relación al patrimonio de las sociedades 
anónimas estoy hablando de las utilidades promedio anuales tenemos lo siguiente: 2002, 28%; 2003-2004, 
22%, 2004-2005, 21%, 2005-2006, 19%, 2006-2007, 17%, 2007-2008, 12%. Pero adviértase una 
particularidad que también nos preocupa como uruguayos. Resulta que las AFAP uruguayas siempre aparecen 
en la cabeza de las ganancias. En América Latina son de las empresas que ganan más, y no un poquito más. 
Por ejemplo, en 2002 vuelvo a mencionar la crisis de ese año, cuando el promedio con relación a las 
comisiones era del 34%, en Uruguay tuvieron un 91% de ganancia. Estoy hablando de 2002, cuando el país y 
la gente estaban hechos pedazos. Ese año, en lo que tiene que ver con la utilidad con relación al patrimonio, 
el promedio de América Latina fue del 28% y en Uruguay del 72% y todos los años siguientes ocurrió lo 
mismo. Estamos hablando de que las utilidades que tuvieron las AFAP en el Uruguay fueron dos, tres o 
cuatro veces más que el promedio de las utilidades de las administradoras de fondos previsionales de 
América Latina. Creo que hay que reflexionar sobre esto porque, ¿es posible que las sociedades anónimas 
tengan esas ganancias tan grandes como empresas, teniendo en cuenta cómo las miden estos organismos 
internacionales prestigiosos? ¿Es necesario eso? ¿Es correcto que tengan esas ganancias? ¿Por qué las AFAP 
uruguayas son las que aparecen con las mayores ganancias, comparadas con las del resto de América Latina, 
incluidas las de Chile? En general, las ganancias de las AFAP de Chile están en el promedio de las demás de 
América Latina. Sin embargo, las uruguayas están ganando dos, tres y hasta cuatro veces más que el 
promedio cada año, aun en la famosa crisis del año 2002. 


Por último, quiero hacer una aclaración vinculada con este tema, para cerrar este primer punto y poder pasar 
a los siguientes. Yo no dije que hay que ir haciendo cosas contra las AFAP; eso lo dice "Búsqueda". Después 
lo repitió "El País" y lo repitió el señor Diputado Pablo Abdala, pero yo no lo dije. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted no lo aclaró públicamente. 
SEÑOR MURRO.- Sí, lo aclaré. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no lo vi; no sé dónde lo aclaró, pero yo no lo vi. 


SEÑOR MURRO.- Los dos periodistas de "Búsqueda" dicen no me extraña que yo manifesté que hay 
que hacer cosas contra el sistema de las AFAP. Yo no dije eso. Voy a leer textualmente lo que dije; 


seguramente, alguien avisará a "Búsqueda" lo que estoy diciendo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Va a quedar en la versión taquigráfica. 
SEÑOR MURRO.- Pero seguramente alguien les va a avisar. 


Dije textualmente: "(...) no hay condiciones ni políticas ni técnicas para que en este período dejen de existir. 
Eso no quita que haya que hacer cosas, como las que estamos haciendo". Yo no dije "hacer cosas contra"; 
nunca dije "hacer cosas contra"; dije "hacer cosas". ¿Cuáles cosas? Cobrar a las AFAP por el trabajo de 
recaudación, bajar los costos operativos de las AFAP, bajar las comisiones, invertir en vivienda lo que ya está 
previsto por ley, establecer posibilidades de desafiliación al sistema, analizar la situación de la bonificación 
establecida en el artículo 8”, que es muy costoso, esto es, el Estado, la sociedad uruguaya paga a la gente que 
no está obligada a afiliarse a las AFAP para que lo haga. Esto es lo que dijimos que había que hacer. 


Digo todo esto porque el señor Diputado Pablo Abdala en algún momento dijo que esto es patológico; yo, por 
ahora, me considero sano, no patológico. 


Simplemente, quería hacer esa aclaración, para ahora sí pasar al siguiente punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero sugerir una metodología de funcionamiento que me parece va a ser 
provechosa para todos. 


Una vez escuchada la exposición sobre este primer punto, respecto del cual seguramente los señores 
legisladores tendrán algún comentario que formular por lo pronto, yo quisiera hacer alguna reflexión, con el 
ánimo de ir redondeando el tema creo que sería una buena dinámica que antes de pasar al siguiente punto lo 
mismo para el resto de los temas los legisladores formuláramos alguna pregunta, porque seguramente con 
relación a cada asunto hay alguna inquietud. 


De manera que si están de acuerdo con esta metodología, simplemente quisiera formular un par de 
comentarios, aclaraciones o reflexiones. Y voy a empezar por algo que entiendo es de previo y especial 
pronunciamiento. Creo que la larga exposición que hemos escuchado de parte del Presidente del Banco de 
Previsión Social ha sido interesante, como es habitual, y aporta información muy valiosa, muy ilustrativa y 
que seguramente todos podremos aprovechar. Sin embargo, quiero hacer algunas aclaraciones, sobre todo 
porque fui aludido en reiteradas oportunidades y con absoluta legitimidad, porque es cierto que he hecho 
comentarios públicos, como también los hice al comienzo de esta sesión. Cuando me hice eco de unas 
declaraciones presuntas ahora sabemos que nunca existieron; el Presidente del BPS dijo, y yo le creo, que le 
fueron atribuidas por el semanario "Búsqueda", simplemente lo hice porque tomaron estado público y los 
hombres públicos por lo menos, yo lo tengo por costumbre nos hacemos cargo de nuestros dichos y si 
eventualmente nos atribuyen afirmaciones, pensamientos o razonamientos que nunca formulamos, una 
conducta lógica por lo menos yo la practico es hacer las aclaraciones correspondientes en el mismo medio o 
en otro, hacer las precisiones que correspondan o los desmentidos. Como yo no vi ningún desmentido del 
Presidente del Banco de Previsión Social en ningún medio de comunicación con relación a estas 
declaraciones y leo todos los diarios pudo haberlo hecho y si lo hizo me disculpo, pero no me consta que sea 
así, las tomé por buenas y las catalogué de patológicas, y quiero aclarar por qué. No las catalogué así porque 
considere patológico al Presidente del BPS no tengo derecho a eso; sería una falta de respeto, sino porque lo 
que me parece patológico es que en el ejercicio de la tarea de Gobierno se hagan cosas en contra de 
determinadas otras cosas me queda claro; él ha dicho, y yo le creo, que no lo ha practicado o, en todo caso, 
no actuar en nombre de ideas, principios o conceptos con los cuales está de acuerdo, sino eventualmente en 
nombre de principios que implican lo contrario a lo que está vigente o rige en la naturaleza de las cosas, 
definiendo por esa vía los actos de Gobierno. Eso es lo que yo consideré patológico. Si el Presidente del BPS 
me dice que no ha actuado con ese espíritu, yo le creo. Quiero que esto se sepa desde ya. Esa es la primera 
aclaración. Simplemente creo haber actuado en función de lo que los códigos y las reglas de juego en esta 
actividad compleja, que es la actividad pública, sin ninguna duda determinan o pautan en cuanto a nuestra 
forma de actuar, que es tomar por bueno lo que públicamente se dice y no se desmiente. 


En segundo lugar, quiero decir que me da una enorme satisfacción escuchar las buenas noticias. Si es verdad 
que se han rebajado sensiblemente las comisiones en el ámbito de República AFAP y en los guarismos y los 


porcentajes que aquí se han indicado, yo me alegro mucho. Si es verdad no es nuevo para nosotros que ha 
aumentado el número de cotizantes en el sistema de seguridad social y la formalización del trabajo y, por lo 
tanto, los afiliados al sistema, por cierto que me alegro mucho. Si es verdad también que de esos ingresos o 
incorporaciones... 


SEÑOR MURRO.- ¿Me permite? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, por supuesto. 

SEÑOR MURRO.- ¿Usted duda de esos datos? 

SEÑOR PRESIDENTE.- No. 

SEÑOR MURRO.- Le pregunto porque usted está diciendo "si es verdad". 

SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que me lo pregunta, le aclaro que no dudo; es una forma de expresarme. 


SEÑOR MURRO.- Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si es verdad, como es para que no le quepan dudas al señor Presidente del 
BPS, que han aumentado las afiliaciones en el ámbito de la AFAP estatal, nosotros nos alegramos 
mucho. Y esto también lo hemos dicho en forma pública, aunque seguramente el Presidente del BPS en 
esa oportunidad no nos escuchó ni nos leyó. 


Sí decimos que cuando generamos esta instancia para conocer de parte del Banco de Previsión Social los 
fundamentos de las decisiones que ha adoptado, no lo hicimos en nombre de ningún preconcepto, sino en el 
ejercicio de la función parlamentaria, que es preguntar a la Administración, pidiendo en este caso al 
Directorio del Banco de Previsión Social que viniera a informar sobre las motivaciones, los fundamentos y 
los procedimientos cumplidos en cada una de las decisiones administrativas que adoptó. Eso es un hecho 
natural en la vida democrática; supongo y descuento no lo pongo en duda; lo digo para que no se 
malinterprete que el Directorio y el Presidente del Banco de Previsión Social están de acuerdo con esta lógica 
institucional y, por lo tanto, en ese carácter comparecen a esta Comisión. 


También quiero hacer algún comentario específicamente con relación a las respuestas que hemos recibido. En 
cuanto a la primera decisión, el Presidente del Banco de Previsión Social se apoyó principalmente en los 
antecedentes históricos a la hora de fundamentar resoluciones del actual Directorio que fueron consideradas 
ilegales por la Justicia, porque el Tribunal de lo Contencioso Administrativo es parte de la Justicia del 
Uruguay, es la Justicia administrativa; no integra el Poder Judicial, que es otra cosa, pero tiene el mismo 
rango institucional y ejerce función jurisdiccional. En ese sentido, está equiparado a los Poderes del Estado. 
Entonces, como decía, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que desde el punto de vista de la 
jerarquía institucional es equivalente a un Poder del Estado, determinó que dos resoluciones creo que son dos 
del Banco de Previsión Social incurrieron en una ilegalidad. Y constatando ese hecho, no necesariamente 
asumo una posición condenatoria hacia el Directorio del Banco por haberlas adoptado, sino que simplemente 
quiero que el Directorio las explique y las fundamente. El Presidente del BPS se apoyó fundamentalmente en 
los antecedentes históricos, pero esa es una parte de la explicación, porque las ilegalidades no devienen 
legales o lo ilegal no deviene legal por el hecho de que antes se haya practicado otra ilegalidad. Si el 
Directorio anterior incurrió en lo mismo y si el Poder Ejecutivo del año 1995 aprobó un Decreto en ese 
sentido, eso no es suficientemente sustentable como para decir que basados en ello ahora se puede adoptar 
una resolución que es ilegal. Seguramente, cuando el Directorio del Banco la adoptó estaba convencido de la 
legalidad; presumo que fue así. No me quedó demasiado claro, entre otras cosas porque el Presidente del BPS 
dijo "actualizamos los antecedentes". No sé si cuando dice esto se refiere a que pidieron nuevos informes a la 
División de asuntos jurídicos o de asuntos legales no sé cómo se llama, nuevos asesoramientos y reanalizaron 
el tema o, simplemente, como se hizo antes ahora lo hacen de nuevo; eso no me quedó claro. El hecho es que 
esto notoriamente no le quedó claro al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que entendió que esta 
decisión era ilegal. ¿Y por qué me preocupa plantear el tema? Porque capaz que, entonces, el camino no era 
el que siguieron tanto el anterior como el actual Directorio del Banco. El camino era adecuar la ley a los 


objetivos que se perseguían o se definían. Quiero aclarar que no estoy cuestionando la decisión de fondo; 
seguramente, el traslado de los costos tiene los fundamentos que aquí se han explicado y yo no pretendo 
cuestionar al Directorio por el hecho de que el Tribunal haya declarado la ilegalidad, pero si hay una 
ilegalidad, hay que subsanarla. La Administración tiene que actuar en el marco de la ley, si no, estamos 
violando el Estado de Derecho. Esa es una preocupación que razonable y legítimamente debemos tener y 
tenemos los legisladores, o por lo menos tenemos nosotros desde el partido político que representamos y en 
el ámbito de la oposición, entre otras cosas, porque para eso también la gente nos votó. 


En lo que respecta a la rentabilidad, comparto totalmente lo que ha dicho el Presidente del Banco en cuanto a 
que estamos frente a un asunto que nos debe preocupar a todos; claro que sí. Ahora bien, me parece que acá 
hay que distinguir dos cosas. Una cosa es la rentabilidad de las AFAP; el Presidente del BPS lo distinguió, 
pero yo quiero reafirmarlo: son las ganancias o utilidades que las AFAP como sociedades comerciales, como 
entidades comerciales o como personas jurídicas obtienen por el cumplimiento de sus servicios. Otra cosa es, 
por supuesto, la rentabilidad de los trabajadores o la rentabilidad del fondo previsional. Me queda claro que 
la situación que el Presidente del BPS ha mencionado se dio en el pasado, pero también se ha mantenido 
durante los cuatro años de años de gestión del actual Gobierno. La situación de ganancias excesivas de las 
AFAP en la definición que acaba de dar el Presidente del Banco de Previsión Social o de presunta ganancia 
excesiva, porque seguramente este es un tema que puede discutirse y creo que es razonable que nos 
planteemos esa perspectiva y que hagamos cosas para que las ganancias sean razonables, por un tema de 
equidad y de justicia, probablemente no sea una situación nueva, pero tampoco lo es para el actual Gobierno 
que ya está entrando en el quinto año de su gestión. Me parece que salvo las medidas que aquí se acaban de 
explicar, que ha mencionado el Presidente del Banco de Previsión Social y que estamos discutiendo el 
traslado de los costos de la recaudación, los ajustes en las Comisiones, por lo visto mucho no se ha hecho o 
demasiada no ha sido la eficacia de esas medidas o no ha sido suficiente, porque evidentemente esa situación 
se mantiene. 


Con relación a la rentabilidad de los trabajadores, me parece que el juicio es el mismo. ¿Qué es lo que hemos 
hecho para prevenir las pérdidas? ¿Qué es lo que hemos hecho para maximizar las ganancias? Y no me 
refiero al Banco de Previsión Social, sino al Gobierno en el sentido amplio, incluyendo al Poder Legislativo. 
¿Esto no debió haber ameritado o ameritaría seguramente estemos a tiempo revisar la ley del año 1995 y el 
Capítulo IV, relativo a las inversiones, que es el que establece qué se puede y qué no, y señala prohibiciones 
muy concretas que podrían estar afectando o condicionando la situación de rentabilidad del fondo 
previsional? Me pregunto si no tendríamos que ir en un camino similar al que siguieron otros países, 
diversificando el riesgo y estableciendo un sistema de multifondos como, por ejemplo, ocurre en Chile, a los 
efectos de prevenir las situaciones que acaba de describir el Presidente del Banco de Previsión Social y que 
no ocurren solo en Uruguay, sino a escala internacional. ¿Qué ha hecho el Gobierno? Y esto no está dirigido 
al Banco de Previsión Social porque, en definitiva, no tiene iniciativa legislativa; puede hacer propuestas, 
pero no al Parlamento. ¿Qué ha hecho el Poder Ejecutivo? ¿Qué ha hecho el Gobierno en su sentido más 
amplio para solucionar este tema? Soluciones hay muchas. Una de ellas es derogar la ley y eliminar las 
AFAP. No se ha hecho, más allá de que sabemos que en el ámbito del Gobierno hay visiones que no están 
totalmente alineadas en ese sentido. ¿Se ha hecho algo por ajustar el sistema, por atacar el tema de la 
rentabilidad, por diversificar el riesgo? Que yo sepa, la ley se ha mantenido vigente en los mismos términos 
que cuando asumió esta Administración. Hubo un debate nacional sobre seguridad social; se supone que de 
allí surgieron insumos y algunas conclusiones, pero más allá de la ley que aprobamos el año pasado por 
unanimidad, modificando las causales e introduciendo una serie de reformas fundamentalmente vinculadas 
con las prestaciones y los beneficios previsionales, nada contuvo esa propuesta ni ninguna otra sobre este 
tema grave que plantea el Presidente del BPS y que yo comparto. Entonces, frente a eso ¿la solución es 
demonizar el pasado o echar la culpa a quienes legislaron en el año 1995 y aprobaron esta malhadada ley que 
hoy está determinando la pérdida de la rentabilidad o es plantarnos frente al problema y ver qué hacemos? 
Digo esto, entre otras cosas, porque me consta que en el ámbito del propio Gobierno hay voceros muy 
calificados que precisamente están abogando por soluciones de estas características, entre ellos, los actuales 
integrantes del Directorio de la AFAP República, que es personal de confianza política del actual Gobierno, 
ya que fueron designados por el Poder Ejecutivo. Ellos han planteado el problema en esta Comisión de 
manera descarnada y han abogado por este mismo tenor de soluciones. Han dicho, entre otras cosas, en una 
visión que no es del todo coincidente con la que acaba de dar el Presidente del Banco de Previsión Social, 
que la rentabilidad sin duda ha sufrido oscilaciones, pero si bien hubo pérdidas entre los meses de setiembre 
y octubre, se ha iniciado una recuperación importante. Creo que la visión de ellos es menos tremendista que 
no se malinterprete mi expresión que la que aquí se acaba de mencionar. Todos abogan por hacer algo con el 


tema de la rentabilidad y por ir a un sistema que permita, precisamente, diversificar los riesgos, pensando 
fundamentalmente en los que se van a jubilar primero, que son aquellos que de manera más inmediata pueden 
sufrir las consecuencias de esta situación. 


Esas son las reflexiones que quería formular. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Me congratulo por la presencia de este Directorio que a lo largo de 
estos cuatro años ha demostrado un gran dominio de la temática de la seguridad social y una alta 
eficiencia. Hemos perdido la cuenta de la cantidad de leyes que hemos votado, con iniciativa del Poder 
Ejecutivo y, por lo tanto, con el trabajo del equipo aquí presente. 


Quiero hacer una pregunta a título informativo. Me gustaría saber si todas las AFAP tienen algún margen de 
rentabilidad y en caso de no ser así, qué tan cerca estamos de una situación de riesgo para los trabajadores en 
cuanto a sus jubilaciones. 


SEÑOR FERRARL.- Sin duda, es grato venir a la Comisión de Seguridad Social, porque siempre hay 
cuestiones de ida y vuelta en la convocatoria que nos hace. Siempre existe disposición y buena voluntad 
del colectivo para comparecer y tratar de dar la mayor información posible, de modo que la gestión del 
Parlamento sea más eficiente. Y como decía el Presidente del BPS hay disposición hasta para una 
comparecencia periódica, que creo daría más fluidez al trabajo de las dos partes. 


Desde la representación de los trabajadores venimos cuestionando y presentando propuestas desde hace 
muchos años a algunas de las cosas que se plantean aquí. 


Soy Director desde el año 2001. Cuando en los años 2003 y 2004 se repartieron las utilidades y al BPS le 
correspondieron millones de dólares por las ganancias como accionista de la AFAP República, nosotros 
planteamos en el Directorio el Directorio lo llevó a la Asamblea de accionistas de AFAP República, pero no 
se resolvió ni en 2003 ni en 2004 la posibilidad de rebajar las comisiones. Y creo que no es un tema menor, 
más allá de que debería estar determinado mientras no se elimine este sistema, como es nuestro planteo, a 
través de una reforma estructural, teniendo en cuenta, como lo dijo el Presidente de la República, que en la 
seguridad social no debe haber lucro, que estas empresas cobraran los gastos de administración, pero no que 
fuéramos rebajando las comisiones ni que controláramos las ganancias. Digo esto porque son empresas 
privadas, que se rigen por el derecho privado hasta en las que los accionistas son los públicos y, entonces, el 
Estado no puede controlar, porque entonces debería hacer lo mismo con todas las empresas y no solo con las 
que administran fondos de pensiones, y eso no sería correcto. Creo que lo que está mal es el lucro. Además, 
sucede al contrario que en países desarrollados no como elemento central para definir las prestaciones, sino 
como un elemento complementario, donde quienes administran los fondos de capitalización corren el mismo 
riesgo que los trabajadores, porque ganan sus comisiones de acuerdo con la rentabilidad y no de acuerdo con 
la transferencia que hacen los trabajadores. Este es un tema que está en discusión. En un informe preparado 
por expertos para la próxima conferencia de la OIT, la número 98, que será el día 3 de junio, hay varias 
apreciaciones sobre este tema. Dentro del literal D) del informe, "Aplicación de las normas sobre seguridad 
social en el contexto de la crisis financiera global", en el punto 131 se expresa lo siguiente: "En la década de 
1990, muchos gobiernos redujeron su papel en eximirse de sus responsabilidades en relación con la seguridad 
social a la simple disposición de redes de protección básica, mientras que al mismo tiempo extendían el papel 
de los aseguradores privados, de las empresas y de los propios asegurados". Creo que hay que mirar el 
pasado y no verlo como si fuera un demonio; debemos hacer la autocrítica sobre lo que construimos y estuvo 
mal construido, y trabajar para modificarlo. Quienes votaron esta ley en 1995 son, más que nadie, quienes 
tienen la responsabilidad de decir: "Nos equivocamos. Cometimos un error cuando le dijimos al Estado que 
se retirara, que dejara esto en manos privadas, aumentando el riesgo y la desprotección". En el informe se 
agrega: "Una de las consecuencias negativas implicadas fue la exclusión de las autoridades públicas, de los 
interlocutores sociales y de los asegurados de la participación en la administración de los regímenes de 
seguridad social, con lo cual se expuso a sus afiliados a mayores riesgos financieros, al tiempo que se 
eliminaban las garantías del Estado". El sistema implantado en Uruguay no tiene garantías del Estado; no 
están explícitas. Es un problema que debemos analizar, si bien está claro que este año no se podrá resolver, 
porque es un año electoral y no se pueden hacer reformas. Sin embargo, debe ser compromiso de los partidos 
políticos que pretenden llevar adelante los destinos del país expedirse claramente en la campaña electoral 
sobre qué quieren hacer con la seguridad social. Sin duda, la seguridad social es un elemento de 


redistribución de la riqueza de lo más eficiente y desde nuestro punto de vista debe estar en el centro de la 
discusión y del debate de los temas públicos. Hablamos de un sistema de seguridad social, que más allá de 
cómo sea articulado, debe ser universal, solidario y sin lucro. 


Entiendo que las soluciones no pasan por tener un abanico mayor. Podría seguir leyendo acerca de las 
experiencias internacionales y las inversiones en el exterior, como dice el señor Diputado Pablo Abdala que 
plantean algunos Directorios de administradores de fondos de pensión de nuestro país. Miremos lo que han 
perdido los multifondos en Chile; los porcentajes de pérdida frente a la situación de crisis han sido mayores, 
porque cuanto mayor es el riesgo lo que podría generar mayor rentabilidad, frente a la crisis, también es 
mayor la pérdida. Creo que ni los multifondos ni la inversión en el exterior nos dan garantías. Imaginen si 
hubiéramos invertido en los bancos de Estados Unidos o en la empresa Enron. 


En un sistema capitalista no existe una empresa que trabaje gratis para otra. Y el BPS no es una empresa en el 
sentido de que el objetivo sea generar ganancias o producir; es un instituto de Seguridad Social, pero hace el 
trabajo para cuatro empresas privadas antes eran seis y, por una cuestión de lógica, creo que merece 
cobrarles. Nosotros debemos regirnos por las normas y leyes vigentes, y basándonos en los informes de la 
asesoría legal sobre la legalidad del Decreto muy claramente se definió que podíamos cobrar por los gastos 
de implementación y no por lo que tal vez sea lo más costoso, que son las miles de horas de trabajo de los 
funcionarios del Banco de Previsión Social que están en todo el proceso de recaudación, pero también, 
cuando a veces no conseguimos que las empresas paguen en tiempo y forma, están en todo el proceso, por 
vía administrativa o por vía judicial, para tratar de que esa recaudación venga al BPS a fin de poder 
redistribuirla. Tal vez, sería interesante analizar yo no conozco mucho de las cuestiones legales a nivel del 
Parlamento la necesidad de una ley relativa al contenido del artículo 56 del Decreto del año 1995. Hay que 
respetar las normas y hay que aplicar, como lo hizo inmediatamente el Banco de Previsión Social, la 
sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, más allá de que podamos no compartirla; eso hace a 
la democracia. Hay otros artículos y otros decretos para implementar la Ley N” 16.713. Más de una vez, en 
esta misma Comisión, la representación de los trabajadores ha planteado la ilegalidad del Decreto N* 125, de 
1996; sin embargo, durante muchos años nadie cuestionó su ilegalidad, más allá de lo que expresamos 
nosotros y que consta en actas con un valor histórico. Quienes aprobaron la ley plantearon para las 
jubilaciones del sistema de reparto que había que tener en cuenta los últimos diez años, con los mejores 
veinte años de historia laboral, y sabiendo que no había historia laboral, hicieron un decreto por el que 
empezaron a aplicar los primeros once o doce años. Fue en esta Administración en la que a través 
resoluciones de Directorio, progresivamente fuimos tratando de aplicar la ley, como se debería haber aplicado 
desde el primer día y no se hizo. 


Me parece que hay mucho por hacer. Uruguay es uno de los países que si bien no ha ratificado en estos más 
de cincuenta años el Convenio 102, se rige por las normas que ese convenio incluye, superando en casi todos 
los casos los mínimos allí exigidos. Por lo tanto, sería bueno que todos los actores sociales y políticos nos 
preocupáramos porque Uruguay reafirmara un convenio que tiene absoluta vigencia, demostrando al mundo 
que cumplimos con las nueve prestaciones mínimas que hoy cumplimos y demás, y que lo queremos seguir 
manteniendo y desarrollando hacia el futuro. 


Estamos en un año especial. Todos nos debemos comprometer a analizar y desarrollar cambios en el futuro. 
En ese proceso, que es gradual, que no se hace de un día para otro, ha habido prioridades para este 
Parlamento, como la aprobación de las Leyes N* 18.395 y N* 18.399, que son importantes porque implicaron 
derechos en seguridad social y una cobertura mínima para gente que no tenía nada. Debe haber un 
compromiso hacia el futuro en el sentido de trabajar por una reforma estructural para que realmente todos 
tengamos derecho a todas las prestaciones, para que tengamos la certeza de que al llegar a la vejez 
contaremos con una prestación, cosa que el sistema de ahorro individual no da. Podrá decirse lo hemos 
escuchado más de una vez que esto es coyuntural, que las crisis son cíclicas y que por lo tanto hoy estamos 
en un proceso de decadencia, de crisis, pero en el futuro vamos a estar en una situación mejor. Ahora bien; 
hasta que no se llegue a ese punto, ¿los trabajadores podrán postergar el retiro? ¿Es justo que posterguen el 
retiro porque hoy no les conviene jubilarse? Eso no es seguridad social. Se podrá decir que la rentabilidad 
negativa es coyuntural, que la pérdida que tienen los trabajadores con los fondos con el tiempo la van a ir 
recuperando, pero ¿dentro de cuánto tiempo? ¿Dentro de cuatro, cinco, diez años? Mientras tanto, el que se 
jubile se perjudica: pierde derechos. Y sí bien todavía no hay una generación, porque llevamos trece años de 
implantada la ley, ya hay miles que están en condiciones de retirarse y a veces, sobre todo en medio de una 
crisis, el trabajador no puede elegir el momento del retiro. A veces es obligado al retiro y el que se jubila hoy 


con un sistema de capitalización se ve perjudicado para el resto de su vida. Entonces, no alcanza con que a 
futuro esto vaya a cambiar y que habrá una recuperación. Con rentabilidades históricas del 3% o del 4% no sé 
cuántos años van a pasar para recuperar un 25%. 


Este es un tema muy delicado y preocupante; por eso vale la pena esta visita. 
SEÑOR BLASINA.- Voy a tratar de ser lo más breve posible. 


Ha sido muy ilustrativa la exposición de quienes nos visitan en el día de hoy. Confieso, además, que hay 
algunos elementos particulares que no conocía; no tengo ningún empacho en reconocerlo. 


Creo que si hubiera posibilidad de amplificar este intercambio eso es una utopía por los procedimientos que 
se aplican en el funcionamiento de una Comisión, sería muy útil para el conjunto de la sociedad. Acá se han 
establecido algunos estereotipos de tal manera que, aunque no sea la intención ir directamente en 
determinada dirección, llevan o inducen a pensar que cuando se toma una medida, que en definitiva significa 
un paliativo, eso inexorablemente se asocia a lo siguiente: "lo que quieren es eliminar las AFAP". Hay que 
reconocer que esto forma parte del debate político y que no se da solamente en los ámbitos parlamentarios. 


Voy a referirme solamente a dos aspectos que se han mencionado aquí se han comentado muchos más; uno 
de ellos tiene que ver con lo que se ha dicho en cuanto a cobrarle a las AFAP parte diría yo de lo que el BPS 
aporta desde el punto de vista de la administración de los dineros provenientes del aporte de los trabajadores. 
Eso es algo que se viene diciendo desde hace mucho tiempo. Yo no sé cuál es el fundamento; me gustaría 
saberlo. Digo con toda franqueza que si se pudiera, sería importante saber cuál es el fundamento por el cual 
se llega a ese pronunciamiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Lo que sí queda claro es que 
hay un decreto que se ha mencionado acá que no ha sido derogado y es justamente lo que da pie desde un 
marco legal no desde el punto de vista de la intencionalidad política a tomar las medidas que se han 
adoptado. Y en cuanto al monto de las comisiones, no me duelen prendas en volver a repetir acá muchas 
cosas que he dicho, inclusive públicamente, sobre cómo habría que ir transcurriendo con respecto a las 
comisiones, que son las que producen el dinero del cual se apropian las AFAP y que en muchos casos después 
no se sabe se podría especular sobre esto; yo creo que no tendría mucho sentido hacerlo hoy a dónde va a 
parar, en qué se invierte. De hecho es una apropiación que va en contra del dinero que van acumulando los 
trabajadores en sus cuentas. No todos los trabajadores, no toda la ciudadanía para decirlo de manera más 
amplia sabe efectivamente que el dinero que sale de su bolsillo, cuando se le descuenta el 15% e ingresa en 
una AFAP, se transforma reitero: sin que el trabajador lo sepa, porque es una medida de carácter puramente 
administrativo en una cantidad menor. Si entra cien, para manejar cifras redondas, se transforma en ochenta: 
eso es lo que va para el fondo que el trabajador viene acumulando. 


En este sentido hemos planteado públicamente, y lo volvemos a repetir hoy porque seguimos creyendo en 
eso, que la medida de ir rebajando las comisiones, en un proceso paulatino que yo llamaría de extinción de 
las comisiones o del lucro, es absolutamente acertada porque va en beneficio de aquellos que han aportado 
para un fondo que usufructuarán en un futuro, según lo que dicen las normas en este momento. El monto que 
van acumulando no puede estar sujeto a una rebaja de esa naturaleza, a la cual se agrega ahora la pérdida del 
fondo, como se ha mencionado aquí, como producto de la crisis internacional: la pérdida del valor real a 
valores constantes, lo cual también es por supuesto un elemento extremadamente preocupante. Ahora bien; si 
repasamos la historia del año 1995 o 1” de abril de 1996, cuando entra a regir la Ley N? 16.713, los que 
siempre han perdido han sido los trabajadores y no hay ninguna especulación ni estudio actuarial serio, que 
por lo menos yo conozca, que diga que acá está asegurado como se ha manifestado públicamente por parte de 
actores políticos tal monto de la jubilación que se va percibir a través de estas empresas que, inclusive, llegue 
o supere con creces a un 90% del salario en actividad. Eso se ha dicho; no me pregunten quién lo dijo, porque 
ni siquiera lo recuerdo, pero lo he leído. De manera que por supuesto el tema es preocupante. 


Creo que los pasos que se están dando deberían saludarse en la medida en que se entienda que este es un 
proceso que debe reconocer la adopción de otro tipo de medidas complementarias. Yo estoy convencido de 
eso; tal vez no lleguen a adoptarse en esta Administración: esto lo comentábamos ayer cuando nos visitaba el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. ¿Acerca de qué estamos intercambiando con el Ministerio? Acerca 
de las políticas que se van a definir para esta Administración, lo cual no obliga, obviamente, a quienes nos 
visitaban en el día ayer, ni tampoco obliga al Directorio que comparece hoy, a establecer parámetros, 
iniciativas o ideas de proyectos en un futuro sobre el cual va a definir la soberanía nacional popular que se 


exprese en las urnas. Pero eso no significa que no haya manifestaciones lo decíamos ayer y lo reiteramos hoy 
que no corresponden simétricamente a definiciones por parte de la actual Administración, pero que sí se están 
tomando en el ámbito político y que es cierto, deben formar parte del debate con miras a los 
pronunciamientos de la ciudadanía que están establecidos en la Constitución de la República, concretamente, 
hacia octubre del presente año. 


Por eso creo que es importante que todo lo que se ha manifestado acá con respecto a este tema bien 
importante, por cierto, sin desmerecer a los otros, en la medida de las posibilidades y de la voluntad política 
de cada uno, se amplifique para que se sepan cosas que no toda la ciudadanía conoce. En este sentido no le 
atribuyo responsabilidad a nadie; el BPS ha hecho un esfuerzo, yo creo que bastante notorio, para publicitar 
algunas cosas, utilizando los medios masivos de comunicación que, obviamente, son los que más llegan 
desde el punto de vista de la información a la opinión pública. La pregunta es si eso es suficiente y con esto 
no estoy diciendo que el Directorio deba hacer mucho más de lo que está haciendo, sino que la sociedad 
uruguaya todavía no ha asumido la importancia de la seguridad social en el país. En eso todos tenemos 
responsabilidad de difundir estas cosas: cada cual la ejercerá de la manera que entienda más conveniente o 
eficaz. 


El otro día me encontré con un grupo de cinco trabajadores, tres hombres y dos mujeres, que algo conocían 
del tema no eran absolutamente ignorantes y sin embargo no sabían que existe la posibilidad de solicitar el 
traslado de la AFAP en la que están a otra. ¿¿Y quién tiene la culpa? Por supuesto que por lo que dije antes no 
le voy a echar la culpa al Directorio del BPS ni al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Creo que es un 
problema de la sociedad que no se ha asumido en este sentido y cuando se asume, a veces, se trata de 
confundir o de colocar las cosas en el nivel del estereotipo que manifestaba al principio. A mí me han dicho 
medios de comunicación no estoy inventado nada: "Usted es partidario de tal cosa, entonces, quiere decir que 
es partidario de tal otra": deducción de quien me lo pregunta. 


De manera que a mí me parece muy útil este intercambio: aunque nos haya llevado un tiempo considerable, 
creo que no es tiempo perdido. Veremos de qué forma cada uno, en el espacio que ocupa y desde la 
responsabilidad que tiene, se encarga de no confundir las cosas frente a la gente y de amplificar estas 
cuestiones que son ciertas. No se trata de exagerar ni de rebajar los problemas, sino de plantearlos en la 
realidad que se encuentran y de analizarlos a partir de esa realidad; esa es la única manera de llegar a una 
conclusión. 


SEÑOR MURRO.- Voy a hacer algunas precisiones y daré respuesta a consultas que nos fueron 
formuladas por los señores legisladores. 


En primer lugar, una afirmación que para nosotros es clave y la queremos reiterar; esta es la posición de este 
Directorio. Nosotros tenemos una ley vigente; hay un sistema funcionando. Mientras ello ocurra, debemos 

hacer que funcione de la mejor manera posible. Esto lo hacemos con todas las leyes, las que nos gustan y las 
que no nos gustan. Esa es la posición de este Directorio y para mí eso es tremendamente valioso de destacar. 


En segundo término, acá se hablaba arranco por una de las últimas cosas que planteó el señor Diputado 
Blasina de la importancia de la seguridad social. En ese sentido, nos complace señalar que Uruguay es uno de 
los pocos países del mundo en el que desde el año 2007 la seguridad social es materia obligatoria en 
Primaria, a través de un manual que tiene cada alumno de cuarto, quinto y sexto año, y desde este año va a 
ser obligatoria en Secundaria, mediante otro manual que va a tener cada alumno de primer ciclo. Esto lo 
hemos elaborado conjuntamente con las autoridades de la enseñanza e, inclusive, está siendo reconocido 
internacionalmente. Es más: los primeros días de mayo estará viniendo una misión de Chile para ver la 
iniciativa uruguaya y fuimos invitados a exponer junto con otras experiencias muy escasas que hay en el 
mundo en Inglaterra, Irlanda y Brasil. Esto es un orgullo para nuestro país y es parte del avance que señalaba 
el señor Diputado Blasina, cuando manifestaba su preocupación de extender la cultura de la seguridad social, 
independientemente de lo que están haciendo me complace señalarlo no solamente el organismo, como 
institución, y los Ministerios, sino también los Directores sociales del BPS y sus gremiales. Por ejemplo, la 
Directora Domínguez, cada quince días está haciendo un curso de formación en representación del 
empresariado sobre distintos temas con el sector empresarial uruguayo. Ayer se hizo una reunión para hablar 
de la OIT y creo que todos nos sorprendimos: había cerca de cincuenta empresarios dialogando sobre ese 
tema en el Directorio del BPS, sobre las actividades que históricamente vienen haciendo los trabajadores, 


etcétera. Entonces, creo que lo que planteaba el señor Diputado Blasina es muy importante y debemos seguir 
trabajando en ese camino. 


En tercer lugar, hay algo que planteó el señor Diputado Pablo Abdala. ¿Por qué aparece ahora el tema de la 
ilegalidad del decreto según el TCA? El decreto es de 1995; pasaron catorce años: no fue hecho por este 
Gobierno. No fue este Gobierno que dijo en el artículo 56 de ese decreto "hay que cobrar a las AFAP". Esto 
se dijo en el Gobierno del año 1995 integrado, como todos sabemos, por representantes del Partido Colorado 
y del Partido Nacional y en catorce años nadie dijo que el decreto fuera ilegal. El decreto está vigente, no está 
derogado. Quiero aclarar que nos enteramos por la prensa que tomó conocimiento de ello antes que el BPS de 
que había salido esa sentencia del TCA declarando ilegal el decreto, catorce años después de emitido. Acá me 
permito otra vez recordar algo al señor Diputado Pablo Abdala, porque él no se refiere al decreto, sino al 
Directorio del BPS y esta es una resolución del Directorio del BPS tomada en base a ese decreto. Por eso vale 
recalcar que no es este Directorio el inventor de la resolución: la inventó el Directorio del año 1997. Esta es 
la primera vez que aparece alguien, en este caso el TCA, que dice que el decreto del año 1995 es ilegal. Ante 
esa solución, ¿qué podía haber hecho el Directorio del BPS? Si nos hubiéramos puesto estrictos, deberíamos 
haber esperado a que salieran las cuatro resoluciones para cada AFAP, pero no lo hicimos. Enterados de la 
primera resolución, y de que su fundamento es que el artículo 56 del decreto 399 es ilegal, inmediatamente el 
Directorio pidió un informe y a las cuatro AFAP les comunicamos que no les íbamos a cobrar más, sin 
esperar las resoluciones de las AFAP sobre cada una de ellas, que suponemos que van a ser iguales. Yo quiero 
destacar acá la buena voluntad del Directorio del BPS, porque si nos pusiéramos estrictos o legalistas en 
exceso, hubiéramos dicho: "Vamos a esperar que salgan las cuatro. Vamos a aflojarle a Unión Capital que fue 
la primera sobre la cual salió una resolución". Recordemos que la sentencia del TCA no le voy a explicar esto 
al señor Diputado Pablo Abdala que de esto sabe mucho más que yo es para el caso concreto, no es "erga 
omnes", no es general. Nosotros podríamos haber dejado de cobrarle solo a Unión Capital, pero enterados de 
la resolución les dejamos de cobrar a las cuatro. Quiero destacar esto porque no es que el Directorio del BPS 
haya hecho una cosa ilegal. Lo que el TCA dice que es ilegal, para nosotros no lo es; no lo fue para todos los 
Directores anteriores y en catorce años a ningún Gobierno ni a ningún Parlamento se le ocurrió declarar que 
el decreto era ilegal. Algún Parlamento podría haber dicho que el artículo 56 lo era, pero nadie lo dijo. 
Entonces, está vigente: el artículo 56 del Decreto N* 399 no está derogado. ¿Y qué hicimos nosotros? 
Inmediatamente de conocida la resolución, actuamos de la misma forma con todos; esto me importa 
declararlo. 


¿Y por qué para nosotros siguen siendo válidos los fundamentos jurídicos? Porque el primer informe jurídico 
lo hace el doctor González Barone, prestigioso abogado del BPS, lo reafirma su sala de abogados y quien hoy 
es el Secretario General del Directorio, el doctor Eduardo Giorgi, quien ya desempeñaba ese mismo cargo en 
el Directorio anterior; quiere decir que hemos tratado de actuar con la mayor objetividad. 


En cuanto a la pregunta del Diputado Pablo Abdala, sobre la posibilidad de reducir las ganancias de las 
AFAP, yo creo que en este Gobierno se han reducido. Antes nunca se habían reducido las ganancias de las 
AFAP como empresas, ahora sí. Lo que estamos haciendo donde nosotros podemos actuar que es en 
República AFAP es lo siguiente: cuando hay que optar entre tener más utilidades como empresa o rebajar las 
comisiones, elegimos bajar las comisiones; eso ya lo hemos demostrado. Del mismo modo ahora hemos 
tenido que optar entre aumentar la utilidad de esa forma, el Banco República, el BPS o el Banco de Seguros 
del Estado se llevarían un poco más de utilidades y rebajar las comisiones y optamos por esto último. Otra 
forma de rebajar las utilidades es aumentar la garantía de reserva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Me permite una breve interrupción? 


Con la mejor voluntad y sin ánimo de polemizar, me queda claro cuál ha sido la actitud y el objetivo que se 
plantea, que me parece que es sensato y compartible. Ahora bien; yo en realidad no dije que no se hicieron 
cosas. Lo que puse en entredicho o consulté al respecto es si lo que se hizo tuvo una eficacia constatable. 
¿Por qué razón? Porque baja República AFAP y el Estado pasa a recaudar menos. Ahora, según la perspectiva 
de las autoridades, ¿las demás administradoras han bajado las comisiones? Esta gráfica indica que no. 
Entonces, por la ley del mercado, ¿se produjo el efecto buscado? A juicio del Presidente y del Directorio del 
BPS, ¿la utilidad actual de las demás administradoras es razonable? Este no es un cuestionamiento, sino una 
pregunta. 


SEÑOR MURRO.- Aquí yo le devolvería el tema estimado Diputado. Como ustedes son parte de un 
Poder importante del Estado, mucho más que el BPS, plantéenle a las otras AFAP que hagan lo que 
deben. Nosotros podemos incidir, pero el BPS solamente es accionista secundario en República AFAP. 
Incidimos en nuestras resoluciones, con nuestras declaraciones públicas y con nuestras acciones. Y acá 
no solamente se ha hecho la rebaja de comisiones, sino otra cosa que quizás no expliqué bien. Hoy 
República AFAP tiene la máxima garantía del fondo de reserva y esto es muy importante acá 
aprovecho a contestar de pasada una pregunta que hizo el Diputado Esteban Pérez porque es conocido 
en el mercado, se sabe en la sociedad uruguaya, que hay una AFAP que desde hace tres meses le están 
teniendo que poner plata para cumplir con la rentabilidad mínima menos dos, y este es un problema 
serio. Adviértase que la ley de seguridad social dice que la rentabilidad que deben pagar las AFAP es la 
rentabilidad promedio del sistema o sea de las cuatro más o menos dos. Cuando ahora está dando 
menos veinte, alcanza con que cada AFAP pague menos veintidós: la pérdida menos veintidós. Hay una 
AFAP que para llegar a menos veintidós está teniendo que poner plata, y si no me falla la información, 
desde hace tres meses: esto es preocupante. 


En cambio, ¿qué hace República AFAP? En vez de llevarse esa utilidad que tiene para el BROU, para el BPS 
o para el Banco de Seguros del Estado dice: "No, aumentemos la garantía". Hoy República AFAP tiene 0,55: 
es la que tiene la máxima garantía para atenuar los efectos en caso de que algún día tenga que usar esa 
reserva nunca la ha tenido que utilizar para garantizar esa rentabilidad promedio de más menos dos. 


Más allá de la discusión de los instrumentos de inversión y de dónde se debe invertir, no es un hecho menor 
lo que leí del informe del Banco Central en el sentido de que República AFAP tiene la mejor rentabilidad 
neta, que es la que importa, porque muchas veces publicitan la rentabilidad bruta. Entonces, ante la pregunta 
de qué se ha hecho, si tiene la menor comisión, la máxima garantía del fondo de reserva, la mejor 
rentabilidad neta, la mayor cantidad de afiliados fue la que más afilió en 2008 y la mayor proporción del 
fondo casi un 60%, dentro del funcionamiento del sistema y mientras esté funcionando, queremos que lo 
haga lo mejor posible en defensa de la gente, de los trabajadores, de la sociedad creemos que sí se han 
operado cambios. 


En cuanto a qué se ha hecho para prevenir pérdidas, creo que Uruguay en eso ha llevado adelante una 
cantidad de cosas muy importantes. Hay muchas leyes que se han aprobado en el Parlamento por 
unanimidad; tengo acá folletos para dejarle a los señores legisladores sobre las dos últimas leyes, la nueva ley 
de flexibilización y la del subsidio por desempleo, dos normas aprobadas en general por unanimidad en el 
Parlamento, surgidas con amplio consenso en ese importante proceso que fue el diálogo nacional en 
seguridad social promovido por la Comisión Sectorial de Seguridad Social, integrada por los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, de Economía y Finanzas, de Desarrollo Social, y de Salud Pública, por la OPP y 
por el BPS. Creo que se trata de una experiencia de elaboración interinstitucional y multidisciplinaria de 
normas muy importantes. Acá con las normas no ocurre lo que sucede en otros países en los que son 
elaboradas por el Ministerio de Economía o por tal otro; acá se hicieron interinstitucionalmente y hubo un 
amplio margen de diálogo con bienvenidos matices y diferencias que enriquecieron las leyes y eso hoy nos 
permite ciertas cosas, cuando la jubilación mínima aumenta el 50% en un año, como está sucediendo por 
primera vez en la historia del país, entre julio del año pasado y el próximo mes de julio. Precisamente, en 
julio se verán beneficiadas treinta mil personas: gente que un año o dos años atrás cobraba $ 200, $ 300, 

$ 500 ahora pasa a cobrar $ 2.916. Es la primera vez que se aumentan las jubilaciones mínimas por decisión 
gubernamental de esta manera, por encima de los ajustes generales de pasividades. 


También menciono la aprobación de la Ley N* 18.395 que facilita el acceso a la jubilación. Estas son 
medidas que apuntan a fortalecer el sistema de seguridad social y a prevenir, o por lo menos atenuar, los 
graves efectos en los fondos previsionales, porque si alguien se va a jubilar con tres pesos por el régimen de 
capitalización, por lo menos va a tener una jubilación mínima mejor o va a estar dentro de las ciento 
cincuenta mil pasividades más bajas que tuvieron un 30% de recuperación real, o sea que aumentaron un 
30% más que lo que se incrementó el costo de vida. [Las otras cuatrocientas mil personas que sumadas a las 
otras ciento cincuenta mil, totalizan los quinientos cincuenta mil beneficiarios de pasividades de BPS 
tuvieron una recuperación real del 19% por encima del aumento de los precios. Eso también ayuda a atenuar 
los efectos de las caídas que están teniendo y tendrán los fondos de pensiones. 


Con respecto a las mujeres, se ha implementado el beneficio del año por hijo, y ya son más de setecientas las 
que lo han solicitado en estos dos meses. Capaz que algunas mujeres tienen unos poquitos pesitos ahorrados 


en la cuenta individual, pero ahora podrán sumar dos o tres años; y digo dos o tres porque el promedio es de 
2,7 hijos por mujer trabajadora. 


Estas medidas tomadas previamente y ya están teniendo su impacto. Por la ley nueva de desempleo, que 
entró en vigencia en febrero, tenemos ya 12.357 solicitudes. Esto fue procíclico. Cuando estábamos en el 
diálogo nacional sobre seguridad social discutiendo el proyecto de seguro de paro fue el de máximo 
consenso, más allá de alguna diferencia no teníamos tan claros los efectos de la crisis. Hoy tenemos la 
ventaja de que esa reforma del seguro de desempleo está ayudando a prevenir estas cuestiones. 


Creo que ya he contestado lo que planteaba el señor Diputado Esteban Pérez acerca de las rentabilidades y 
los riesgos para los trabajadores. Creo que este otro conjunto de leyes más adelante vamos a desarrollar 
alguna otra está ayudando a atenuar esos efectos. Podríamos agregar el caso de la asistencia a la vejez o el de 
las asignaciones familiares. Con respecto a las asignaciones familiares, el objetivo era trescientos treinta mil 
niños en 2008 y cumplimos con ello. Esto significó ni más ni menos que aumentar un 50% la plata que se le 
reparte a la gente. Esto también es atenuar los efectos de las crisis que aparecen. Entiendo que es importante 
destacar este aspecto y ver cómo seguimos trabajando en ese sentido. 


Por último, hoy hablamos de las pérdidas de millones de dólares o de las pérdidas en porcentajes, y dijimos 
que el fondo previsional 2008 cayó un 23% y en el mundo, entre un 8% y un 50%. Voy a poner como 
ejemplo el caso de una persona, que no puedo nombrar por razones de secreto; esta persona, al 30 de junio 
tenía en el fondo previsional $ 831.000, y al 30 de noviembre, $ 697.000. Quiere decir que desde junio y 
hasta noviembre perdió $ 134.000. Esa es la cuenta individual de esta persona; este es el efecto en la gente. 
Alguien puede decir: "Se recuperará". Pero hay que recuperar $ 134.000 perdidos en cuatro meses. Estos son 
los efectos importantes que tenemos que prever. 


SEÑOR CUERVO.- Iba a hacer algunas puntualizaciones con respecto a las preguntas realizadas, pero 
el Presidente Murro se me adelantó, así que en aras de la economía de tiempo voy a referirme a una 
cuestión que me parece que está clara, pero no está de más reafirmar, con respecto al tema que nos 
convocaba al principio. Más allá de la interesante discusión sobre el papel del régimen de 
capitalización, que fue ampliamente discutido en el diálogo nacional y que realmente es un tema muy 
interesante, no creo que de esta reunión se pueda concluir una solución final; todos tenemos opiniones 
al respecto, el tema es apasionante, pero me parece que este no es el ámbito para discutirlo. Sí quería 
hacer alguna puntualización con respecto al papel que estrictamente jugamos como BPS en torno a los 
costos y a la sentencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Como bien decía el Presidente Murro, la sentencia del Tribunal tenía efectos exclusivamente para el caso 
concreto. Podía haberlo hecho en interés de la regla de derecho; si se está hablando de que un Decreto es 
ilegal, podría haberse dictado sentencia con efectos generales, pero no se hizo; solo tuvo efectos concretos. 
Por lo tanto, desde el punto de vista jurídico, nosotros no teníamos ninguna obligación de aplicarlo con 
carácter general. Sin embargo, por respeto a la Justicia administrativa, nosotros lo aplicamos, más allá de que 
cuando como Directorio valoramos la situación en principio vimos que era jurídicamente correcto el cobro 
así lo decían los informes jurídicos de los técnicos de nuestro organismo, así lo veíamos en el Decreto que 
fue declarado ilegal por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y luego, ante un juicio de valor sobre 
si era justo o injusto el cobro, entendimos que era justo cobrar, por todo lo que se ha dicho acá. En realidad, 
parece que ha habido unanimidad en las distintas Administraciones del Banco de Previsión Social que se 
continuaron hasta el momento y de las distintas Administraciones a nivel general por algo está el Decreto en 
el período anterior en cuanto a que desde el punto de vista del juicio de valor nadie tenía dudas de que el 
cobro de determinados gastos del BPS era justo. 


Nos encontramos ante la presentación de las acciones de nulidad por parte de las administradoras de fondo y 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo expresa que el Decreto es ilegal y que, por lo tanto, las 
resoluciones que tomó este Directorio con respecto a esa situación deben anularse. De manera que nosotros 
entendíamos que era de justicia y que estábamos jurídicamente amparados, pero ahora nos damos cuenta de 
que no. Esto explica por qué no se hizo antes, como preguntaba el señor Diputado Pablo Abdala. Podría 
haber habido una modificación del Decreto, pero todos pensábamos que era legal. Por lo tanto, no hubo una 
promoción a nivel legislativo ni a nivel del Poder Ejecutivo supongo que porque nadie dudaba de la legalidad 
del Decreto. Recién ahora está el problema planteado. Una reforma legislativa sería la única solución a este 
tema, de acuerdo con la actual jurisprudencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


El Presidente Murro hablaba de buena voluntad; yo creo que no es solo buena voluntad sino un estricto 
cumplimiento del acatamiento. No necesitábamos que hubiera más sentencias; estaba claro que la posición 
del máximo órgano de la Justicia administrativa como bien decía el Diputado Abdala se había pronunciado en 
un sentido y el Directorio del Banco de Previsión Social entendió, más allá de que nos pareciera injusta la 
resolución del Tribunal, que había que cumplir con eso y se procedió así. 


Si bien quedó aclarado, quiero reiterar que esta no fue una política reactiva ante esa sentencia. Cuando se 
hablaba de cómo el Banco de Previsión Social podía incidir sobre el sistema de ahorro privado, llegamos a la 
conclusión de que la única manera sería a través de su participación en AFAP República. Se entendió que en 
la medida en que se disminuía un costo para la AFAP República, ello se podía traducir en un beneficio para 
los trabajadores, que es lo que ha guiado a este Directorio. 


Solo quería hacer esa puntualización. 


SEÑORA DOMÍNGUEZ.- Gracias por esta invitación, que resultó mucho más interesante que lo que a 
priori parecía; nos ha ilustrado a todos, inclusive, a algunos Directores, porque reconozco que no 
conocía algunos números. 


No voy a hablar como representante de los empresarios, porque con respecto a este tema no tenemos 
consenso. Y digo que no tenemos consenso porque no lo hemos tratado, ya que en oportunidad del diálogo 
sobre la seguridad social no fue tratado en ninguna de las mesas en forma particular; no estaba en la agenda 
del Gobierno, no pareció un tema para esta Legislatura. Por lo tanto, solo voy a hacer un comentario, porque 
me pareció que el Diputado Pablo Abdala deslizó la idea de la necesidad de introducir cambios en la ley ya, 
en este Período. Nos parece que, por prudencia, no deberíamos tocar absolutamente nada y menos el artículo 
que tiene que ver con las inversiones. Seguramente, el daño que ha sufrido el fondo de pensiones no fue 
mayor porque Uruguay tiene un mercado financiero poco desarrollado y ese ha sido el blindaje frente a esta 
crisis. Además, no se especuló demasiado con el fondo; solo tenemos títulos del país y quizás alguna AFAP 
hizo una inversión más arriesgada, pero no hemos llegado a las pérdidas del 50%, porque el fondo tenía 
restricciones. Simplemente digo que si se van a hacer modificaciones nos dejen estudiar el tema; lo tenemos 
en la agenda del ciclo que recién mencionó el Presidente del Banco, mediante el cual estamos difundiendo el 
tema de la seguridad social entre los empresarios. Vamos a mostrar las dos campanas, porque es un asunto 
que ha sido ideologizado. Las AFAP no tienen un partido político; las AFAP son seguridad social y la 
seguridad social nos involucra a todos. Cuando se habla de los trabajadores, es el bolsillo del trabajador 
independiente y del dependiente el que se ve afectado por esta crisis o por estas pérdidas que ha tenido el 
fondo de pensiones. 


Por lo tanto, pediría prudencia y no aprobar absolutamente nada hasta que no se trabaje más, con un mayor 
conocimiento del tema por parte de todos los actores involucrados. 


Agrego que prácticamente comparto el ciento por ciento de todo lo manifestado por el Directorio en su 
conjunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Daríamos por terminado el primer punto. 


Corresponde considerar el segundo punto del orden del día, respecto del cual estoy en condiciones de hacer 
una contribución. Este punto fue incluido a instancias nuestras y está referido a un pedido de informes que 
oportunamente cursamos al Directorio. Debo confesar que después de confeccionado el orden del día releí el 
pedido de informes y quiero decir que, en principio, me doy por satisfecho con los términos de la 
contestación que, por cierto, fue remitida en tiempo y forma por el Banco de Previsión Social. Hay aspectos 
que pertenecen a la reserva tributaria que, por supuesto, respeto porque es de rango legal. 


De manera que, en principio, no tengo preguntas sobre este punto. 


SEÑOR MURRO.- Como los temas que nos quedan por tratar son más puntuales y breves, si me 
permiten, me gustaría hacer una exposición sobre los cinco puntos y, en todo caso, los señores 
Diputados y los Directores ordenan sus opiniones al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. 


SEÑOR MURRO.- Sobre el segundo punto quería agregar algo a lo ya informado. Para que haya 
absoluta tranquilidad sobre el tema aclaro que existe exoneración de aportes patronales en los clubes 
deportivos, según lo que nosotros denominamos "Subcausal 3" de exoneración, que comprende a las 
asociaciones y federaciones deportivas y a las instituciones que las integran. En el caso de los clubes 
deportivos federados, gozan de la exoneración de aportes patronales. Se presentan dos situaciones: la 
del deportista profesional y la del personal administrativo o de servicio que pueda tener un club. En el 
caso de los deportistas profesionales, se considera un sueldo de once bases fictas en nuestra opinión es 
muy bajo y debería ser corregido o lo realmente percibido, siempre que sea mayor a ese monto. La 
aportación del resto de los dependientes personal administrativo y de servicio se rige por el criterio 
general. A los efectos de la seguridad social, el empleado administrativo de un club de fútbol es igual 
que un empleado administrativo de un almacén. 


Quiero aprovechar la oportunidad para destacar que hay un grupo de trabajo, liderado por el Ministerio de 
Turismo y Deporte, con la participación del Ministerio de Economía y Finanzas, del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y del Banco de Previsión Social, que está trabajando sobre este tema. El Presidente de la 
Comisión de Deporte, señor Diputado Cusano, ha participado de algunas reuniones con este grupo de trabajo. 
Nos hemos reunido con todas las organizaciones del deporte Asociación Uruguaya de Fútbol, Federación 
Uruguaya de Basquetbol, Mutual de Futbolistas, Mutual de Basquetbolistas, con jueces y veedores, y 
podemos decir que hay un principio de acuerdo, con matices como suele suceder, sobre todo teniendo en 
cuenta que son tantos los participantes; bienvenidos los matices, y todavía falta resolver algunos aspectos. 
Por ejemplo, lo que en el fútbol profesional funciona con relación a la salud es un acuerdo que tiene la AUF 
con alguna mutualista; no están integrados al sistema de salud. Históricamente se ha venido mejorando con 
respecto al deporte profesional, pero todavía hay cosas por hacer. 


Estamos elaborando un anteproyecto de ley sobre este tema. Muchos legisladores, algunos muy conocidos 
por ustedes, permanentemente nos plantean problemas que existen en clubes, en instituciones o con personas 
vinculadas a ellas; se está trabajando al respecto. Somos optimistas en cuanto a que esto se pueda tratar 
cuanto antes. Aclaro que todavía el proyecto ni siquiera ha sido presentado al Poder Ejecutivo. Se está 
haciendo una ronda de consultas; inclusive, hemos hablado con legisladores de distintos partidos para tratar 
de avanzar en este tema. 


Simplemente quería complementar con esto lo ya informado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería hacer referencia al siguiente punto, relativo a las denuncias 
que oportunamente recibió esta Comisión y también la de Legislación del Trabajo de parte de algunos 
funcionarios del organismo con relación a lo que se denomina "acoso funcional", que se daría en 
determinados niveles intermedios de la Administración. 


SEÑOR MURRO.- Al respecto queremos señalar que el BPS no tiene ninguna denuncia del 
denominado "acoso funcional". Me alegra que en el orden del día de esta reunión esa expresión figure 
entre comillas; quiero destacar esto y reconocer al Presidente de la Comisión y a la Secretaría por 
haberlo puesto así, porque para hablar de eso habría que probarlo. Reitero que el BPS no tiene una 
sola denuncia en ese sentido. Además, el sindicato, con el cual el BPS mantiene permanentes relaciones 
existen múltiples bipartitas nunca ha planteado este tema. 


Por lo tanto, simplemente me voy a permitir destacar lo que estamos haciendo. Para nosotros es una política 
fundamental la promoción y prevención de la salud y la seguridad de los funcionarios. El BPS tiene por 
primera vez en su historia un plan estratégico de recursos humanos para el período 2007-2010. En ese plan se 
está implementando un programa de seguridad e higiene en el trabajo y mejora en las condiciones laborales, 
con un componente de acciones preventivas. A tales efectos se integró un equipo multidisciplinario y se 
definieron dos programas de trabajo: uno de capacitación en salud laboral en el año 2008 se capacitaron más 
de trescientos cincuenta funcionarios y uno de integración y mejora de los aspectos ambientales, condiciones 
de trabajo y factores psicosociales, a efectos de prevenir eventuales daños en la salud. Ambos programas 
están funcionando como parte del plan estratégico 2007-2010 de recursos humanos. 


El Banco de Previsión Social es una de las cuatro empresas públicas esto es un ejemplo único a nivel 
internacional para Naciones Unidas que están trabajando en la prevención de uso de alcohol y drogas en 
empresas públicas, en el ambiente de trabajo, la familia y la comunidad. 


Además, tenemos un programa de cesación del tabaquismo. También existen en el BPS múltiples comisiones 
bipartitas con participación del Directorio y el sindicato funcionando permanentemente. Aquí están presentes 
los dos representantes del Directorio en las bipartitas: el Vicepresidente del organismo, Heber Galli, y el 
Director en representación de los trabajadores, Ariel Ferrari. Hay bipartitas, por ejemplo, sobre estatuto y 
reglamento del funcionario, sobre estudio de los puestos de trabajo y desarrollo personal, sobre estructura y 
remuneraciones, y a partir del año 2006 se creó específicamente una comisión bipartita de salud y seguridad 
laboral. En el año 2007, en esta comisión bipartita de salud y seguridad laboral se formaron tres subgrupos de 
trabajo: uno sobre condiciones ambientales de trabajo, otro sobre estrés laboral y otro, precisamente, sobre 
adicciones y acoso. 


Para ingresar los temas a estas comisiones bipartitas se estableció un mecanismo de confidencialidad. Si 
alguien quiere denunciar una situación de estrés laboral, de acoso o de adicción, puede hacerlo a través de un 
formulario, y se preserva la confidencialidad del eventual denunciante. Puede detallar la situación que se 
plantea, por ejemplo, de acoso. Reitero que esto está funcionando desde el año 2007, y solo hemos tenido un 
caso, y no tiene que ver con ninguna de las tres personas que estuvieron acá. Esas personas no fueron a esa 
comisión bipartita a hacer las denuncias. El único caso presentado desde el año 2007 hasta el momento, casi 
dos años, no es de acoso ni de estrés, sino que refiere a las condiciones ambientales de trabajo y está siendo 
analizado. Reitero que no se presentaron ninguna de las tres personas que vinieron a esta comisión. Se han 
estudiado distintas situaciones, temas planteados por el Directorio y por ATSS, pero no hay ningún planteo 
del mal llamado "acoso funcional". 


Por otra parte, inmediatamente de aprobado el Decreto del Poder Ejecutivo 291/2007, de 13 de agosto de 
2007, que reglamenta el Convenio Internacional de Trabajo 155, el Directorio puso en práctica las 
comisiones que tienen que funcionar a este respecto; inmediatamente cumplimos con eso. 


Es cuanto tenemos que informar sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy elocuente la información. Parece que hay un dato objetivo: no 
se han formalizado denuncias concretas. Sin perjuicio de ello y de la denuncia o planteo que recibió 
esta Comisión, llegó a mis manos una fotocopia de una encuesta realizada en el ámbito presumo, por lo 
que acabo de escuchar de esas comisiones o de esos programas de trabajo que acaba de mencionar el 
señor Presidente, de la que surgirían algunas conclusiones, a mi juicio, preocupantes, por lo menos en 
el sentido de lo que se denunció, más allá de que no haya denuncias formales individuales concretas. 


Tengo una copia de una de las actas creo que de esas comisiones bipartitas perdonen la ignorancia; según lo 
que dice aquí, es un acta de reunión en el marco del proyecto para prevención en el uso de drogas en 
empresas públicas; se detalla quiénes participaron por la Administración, por el sindicato, etcétera. Se 
menciona, por ejemplo, que alguno de los integrantes de esta Comisión se manifiestan sorprendidos por 
determinadas cifras, entre ellas, las relacionadas al acoso. Uno de los funcionarios, de iniciales PG 
anteriormente, en el acta se menciona de quién se trata comenta que hay que considerar qué percibe cada uno 
como acoso, planteando alguna duda, lo que no significa restar importancia a esa percepción, pero que se 
debe estudiar con precaución. Manifiesta que existe malestar en cuanto al relacionamiento con los 
compañeros; agrega que existen lugares enrarecidos y violentos, por lo que se trabaja incómodo y que, por lo 
tanto, al presentar los resultados al Directorio, deben mostrar a qué se están refiriendo. La redacción del acta 
no es del todo precisa. 


Con relación a esa encuesta hay algunos guarismos que quiero trasladarles. Según estos datos, el 82% de los 
encuestados del BPS alguna vez observó situaciones de esa naturaleza; el 9,5% lo observó con frecuencia y el 
38%, a veces. El 30% contestó haber practicado acciones de ese orden y el 59% haberlas sufrido. Eso se 
refiere concretamente a situaciones de acoso. Esta encuesta la habría realizado el propio organismo, lo que no 
me parece para nada mal; por el contrario, me parece muy oportuno. 


Traslado estos datos, pero supongo que está en conocimiento del Directorio. 


SEÑOR MURRO.- Eso es parte de lo que informamos. En esto tenemos la más absoluta transparencia 
y participación. Eso es parte del proyecto de prevención de uso de drogas en empresas públicas 
orientado al ambiente de trabajo, la familia y la comunidad, que ya señalamos se está practicando por 
primera vez en el sector público a nivel internacional en cuatro empresas: BPS, ANTEL, ANCAP y 
UTE. Como el señor Presidente señala, algunos dicen eso; se ha informado lo que dicen algunas 
personas. Cuando en esta Comisión se habló del supuesto acoso, se hizo referencia a que habría acoso 
de arriba hacia abajo. Según lo que figura en el acta a que el señor Presidente hacía referencia, habría 
acoso inclusive entre compañeros; son cosas distintas. Una cosa son las denuncias de acoso de las 
autoridades sobre los funcionarios y otra es una mala relación entre compañeros. Conocemos 
perfectamente esa encuesta la hizo el organismo, es nuestra forma de actuar y nada tiene que ver con 
las denuncias que los funcionarios realizaron en esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, describen situaciones que supongo deben merecer atención. 
SEÑOR MURRO.- Estamos trabajando al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La pregunta concreta es si la teleología de lo que está planteado es que estos 
programas tendrán una determinada planificación estratégica al cabo de la cual llegarán a 
determinadas conclusiones. Supongo que el Directorio en algún momento las analizará y, 
eventualmente, tomará decisiones. 


SEÑOR MURRO.- Por eso estamos en este programa; somos una de las cuatro empresas públicas que 
están en esto. Reitero una vez más que para Naciones Unidas esta es la primera vez que las empresas 
públicas de un país participan de un emprendimiento de este tipo. Como parte de ese programa se hizo 
esta encuesta. Obviamente, la hicimos a los efectos de luego tomar las medidas que correspondan, pero 
no tiene nada que ver con los tres funcionarios que estuvieron acá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería pasar al tercer punto, relativo a la llamada "Operación 
Milagro". 


SEÑOR MURRO.- Si bien inmediatamente voy a ceder la palabra al Director Stari, representante de 
los jubilados y pensionistas, para referirse a este tema, queremos destacar que este es un hecho 
histórico trascendente para el Uruguay. 


En el país había miles de personas que no veían desde hacía años; había personas que no veían desde hacía 
más de sesenta años. 


Las personas se están operando gracias a un convenio entre los Ministerios de Salud Pública de Uruguay y de 
Cuba, y a través de los convenios correspondientes que luego se generaron entre los Ministerios de Salud 
Pública y de Desarrollo Social, ASSE, BPS e, inclusive con actores privados, como las empresas de 
transporte que en acuerdo con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas que también se integró al 
convenio, trasladan gratuitamente a gente que viene desde lugares que están a más de doscientos cincuenta 
kilómetros, o desde Montevideo, desde el Hospital Saint Bois hasta la Terminal Tres Cruces o el centro 
transitorio de alojamiento Tarará-Prado. Creo que se ha producido un cambio revolucionario en el Uruguay. 


Seguramente, el Director Stari profundizará sobre esto, porque ha trabajado mucho y muy bien en este tema 
junto con todo su equipo y con la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, pero 
quiero reiterar que había gente que no veía desde hacía veinte, cuarenta o sesenta años porque no podía pagar 
los US$ 2.000 o US$ 3.000 que le exigían los oftalmólogos de este país para operarla. Nosotros seguimos 
pensando que alguna vez la Sociedad Uruguaya de Oftalmología tendrá que pedir disculpas por lo que hizo, 
porque es muy grave dejar a la gente sin ver: acá se dejó sin ver a niños, a personas de edad. La mayoría de 
las personas operadas son mayores de setenta años y hacía más de diez años estaban esperando sin poder ver 


Creo que es muy importante decir que a esta altura, en pocos meses, se han operado siete mil personas, 
cuando antes la gente esperaba en promedio siete o diez años y algunos, reitero, hasta sesenta años. 


Permanentemente se está trabajando en este sentido. Se ha pesquisado en todo el país a cerca de veinte mil 
personas. Este fue un trabajo hecho en primer lugar en acuerdo con quien quiere acordar, porque se acuerda 
con quien desea hacerlo: para que haya una pareja, debe haber dos. Acá hubo un acuerdo con quien quiso 
acordar que fue la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay. Y quiero destacar la 
importantísima eficiencia que han tenido las asociaciones de jubilados y pensionistas de todo el país para 
organizar todo: sin ellas, esto hubiera sido imposible. A veces se cree que la eficiencia está en el sector 
privado lucrativo. Y yo creo que acá hay una eficiencia de organizaciones sociales a las que Uruguay debería 
hacerles un monumento. Las asociaciones de jubilados en cada rincón del país no estoy hablando de las 
capitales departamentales, sino de pequeñísimos pueblos, con una puntualidad que deberíamos envidiar y 
tomar como ejemplo todos los uruguayos, se encargan de la organización para que sean pesquisadas cientos 
de personas por día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, voy a interrumpirlo a los efectos de economizar tiempo, 
porque yo quería hacer una consulta precisamente sobre este aspecto. 


En el ámbito de la Comisión recibimos un reclamo de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay. 


SEÑOR MURRO.- Si quiere se lo contesto yo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente quiero dejar constancia de esto para que se interprete bien. 
Estoy trasladando un planteo en el sentido de que ellos supuestamente habrían sido excluidos de la 
implementación del plan y que eventualmente se habría dado una suerte de oficialidad con relación a 
ONAJPU, cuya sede, domicilio y teléfono se utilizó como ámbito de inscripción para la "Operación 
Milagro", siendo que se trata de una entidad privada y, más allá de la colaboración de las asociaciones 
de jubilados, este es un proyecto de sustento, de base o de gestión pública. 


Ese es el reclamo que se nos formuló; estamos en la obligación de trasladárselo. 


SEÑOR MURRO.- Sé que una vez más, ese pequeño grupo que no sé si hoy constituye una 
organización, porque para ello debe haber asociaciones y gente organizada ha cuestionado esto. Pero 
aquí no hubo ninguna medida en ese sentido; acá se acuerda con quienes están dispuestos a hacer 
acuerdos y a cumplirlos. Los acuerdos son de partes. Yo le puedo señalar, por ejemplo, que hemos 
hecho pesquisas en la Sociedad de Jubilados y Pensionistas de Cerro Largo, cuyo principal dirigente 
fue el ex Director Arturo Fernández, quien fuera el candidato a Director del BPS por la Coordinadora 
de Jubilados y Pensionistas del Uruguay: con la mencionada sociedad de ese departamento se ha 
podido acordar y han cumplido excelentemente. 


Asimismo hay cantidad de asociaciones, que no pertenecen a la ONAJPU, con las cuales también se ha 
podido acordar. Es así que se hizo un acuerdo con la ONAJPU, que implica responsabilidades muy 
importantes: la asociación es responsable de tener a las ocho, a las nueve de la mañana o a la hora que se 
acuerde, a toda la gente pronta para ser pesquisada porque los médicos uruguayos y cubanos llegan, hacen su 
trabajo y luego tienen que ir a hacer lo mismo a otros lados; luego deben organizar los traslados a 
Montevideo y todo lo demás. 


Nosotros acordamos con quienes estén dispuestos a ello y no hemos excluido a nadie por ninguna razón de 
ningún tipo, pero para que haya un convenio deben haber dos partes que se pongan de acuerdo. Sin perjuicio 
de eso, igualmente se hicieron pesquisas en la sede de la Coordinadora; no ha habido monopolios en este 
sentido, ni en Montevideo ni en el interior. Que yo sepa, en el interior la Coordinadora no tiene ninguna 
asociación; no sé si tiene alguna en Montevideo. Pero reitero que el tema pasa porque acá se acuerda con 
quien se puede acordar y yo creo que ha sido excelente eso es lo que debería destacarse, porque este trabajo 
nunca se ha hecho en el Uruguay el trabajo de la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas y de 
cada una de sus asociaciones. 


Recién mencioné de pasada y no por casualidad a quien fuera candidato a Director por la lista que 
promocionó la Coordinadora. En fin; se ha ido dos veces a Cerro Largo y se trabajó perfectamente: esto se lo 
pueden preguntar precisamente al señor Arturo Fernández. Y podríamos hablar de asociaciones de jubilados 


de las otras listas porque recordemos que en la última elección hubo tres listas con las cuales también se 
trabajó. Acá no hay otra cosa que aquello a lo que el señor Morales y su grupito nos tienen acostumbrados. 


SEÑOR STARI.- Quiero decir que en Melo se han pesquisado quinientas ochenta y dos personas y se 
está organizando la venida de muchas de ellas para operarse. 


El Presidente del BPS manifestaba que esto surge por un acuerdo entre el Banco, el Ministerio de Salud 
Pública, ASSE y el Hospital de Ojos, el MIDES, que aporta la infraestructura del Tarará-Prado y ANTEL, 
que pone el "call center". Posteriormente, en diciembre, se incorporó el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y aportó pasajes gratis a todos los jubilados y pensionistas pesquisados que tienen que venir a 
operarse desde más de doscientos cincuenta kilómetros. 


En este convenio, el Banco de Previsión Social, además de un aporte económico, aportó el ex Hogar Israelita, 
que pasó a ser lo que ahora se llama Tarará-Prado, en recuerdo del lugar donde se alojaba la primer tanda de 
operados en Cuba. Este lugar sirve de hospedaje transitorio, no de internación, para las personas que se 
operan y que deben volver a hacerse una revisión veinticuatro horas después y no pueden regresar a su casa. 
Por supuesto que en el Hospital de Ojos se opera gratuitamente a todos estos jubilados y pensionistas. 


¿Qué problema se nos planteó cuando empezamos a trabajar por el convenio? ¿Cuántos aspirantes a revisarse 
para operarse posteriormente había en el Uruguay? Nosotros planteamos que si la cifra internacional es de 
tres por mil, y en el Uruguay hay algo más de tres millones de habitantes, estaríamos hablando de cerca de 
diez mil personas. El problema era cómo hacíamos para que esas diez mil personas pudieran ser revisadas en 
una forma organizada, de manera que no hubiera amontonamiento y que todo el mundo pudiera acceder a 
esta pesquisa, como la denomina la brigada médica cubana. Entonces, acomodando las cosas sobre la 
marcha, se acordó que el Banco de Previsión Social, a través del representante de los jubilados, coordinaría 
las pesquisas para los jubilados y las reuniones que se realizan con la Dirección del Hospital de Ojos, el 
Ministerio de Salud Pública, la responsable de la coordinación con Tarará-Prado, que también tiene que ver 
con cómo se van organizando los lugares, y ONAJPU que aporta todas sus filiales para realizar estas 
pesquisas que, por supuesto, no son exclusivas de esta coordinación. ASSE, por su parte, realiza pesquisas en 
otros lugares y en este sentido, todos aquellos que coordinan con ella o directamente con el Hospital de Ojos, 
pueden tener acceso; inclusive, se han hecho pesquisas en otros lugares, contando con determinados grupos 
de jubilados, como los clubes de abuelos. Quiero señalar que esta coordinación establece un centro de 
información donde todas las filiales y organizaciones que no son filiales de ONAJPU es decir, todos los 
grupos de jubilados que quieren tener una pesquisa informan la cantidad de anotados que tienen. En función 
de eso se va organizando primero la atención de aquellos lugares donde hay más de cien o de ciento 
cincuenta anotados, a los efectos de cubrir el cupo que este equipo atiende, ahora en jornadas dobles de cien 
por la mañana y cien por la tarde. Inclusive, durante el mes de marzo se hacía una salida al interior más 
lejano, Artigas, Tacuarembó, Cerro Largo, Fray Bentos, Mercedes, partiendo el jueves de tarde con el equipo. 
Aquí el Banco también ponía su infraestructura: dos de los autos del Directorio del Banco de Previsión Social 
con su chofer hacen estos traslados, ya que una camioneta no es cómoda para viajar trescientos, cuatrocientos 
o quinientos quilómetros. Entonces, se salía para hacer doble jornada el viernes y el sábado, haciendo 
trescientas pesquisas en un fin de semana. 


Simplemente quiero mencionar que sobre esta base se organizaron las pesquisas en todos los lugares en los 
que se pudo establecer esta coordinación; menciono en particular a AJUPENSAL, la Asociación de Jubilados 
de Salto, que nunca fue filial de ONAJPU, con la cual está relacionado el Director, así como el equipo de 
representantes de los jubilados. Hemos concurrido más de una vez a sus reuniones y ellos acuden a reunirse 
con el equipo de los jubilados. Lo mismo ocurre con AJUPENCO, Asociación de Jubilados y Pensionistas de 
Colonia, que nunca fue, tampoco, filial, donde se han realizado y se seguirán haciendo pesquisas. 


Tengo la lista de las pesquisas que se han realizado hasta la fecha, lugar por lugar, así como la nómina de 
anotados que se van a seguir pesquisando durante esta segunda quincena de abril y en el mes de mayo. En 
general, optamos por coordinar a principios de cada mes las pesquisas del mes siguiente para tener en cuenta 
todas las anotaciones. Nos estamos encontrando con que las pesquisas son cierta cantidad y que el número de 
anotados no baja, sino que aumenta. 


Quiero señalar que al principio se informaba dónde eran las pesquisas, pero el equipo solamente puede 
revisar a cien pacientes. Si esto se publica por la prensa, todo aquel que escucha, aun no siendo anotado 


puede acudir. Por lo tanto, en cada una de estas asociaciones, de estos lugares, el equipo de médicos cubanos 
y uruguayos, que da las prescripciones que deben impartirse para un tratamiento previo, en caso de que el 
paciente tenga que ser operado, tal día acude al lugar y estas organizaciones deben citar a cien en el horario 
de la mañana y a cien en el horario de la tarde. Como decía, no se realiza una campaña pública para que no 
vayan los que no están citados, a fin de evitar todo tipo de complicaciones. 


Llevamos pesquisados digo "llevamos" porque formamos parte de este equipo dieciséis mil novecientas 
personas al día lunes y tenemos en lista de espera nueve mil más. Quiere decir que al día de hoy tenemos 
veinticinco mil novecientas personas con problemas de visión que querían o quieren ser revisadas. 
Entiéndase bien: no es una consulta médica, sino una revisión para ver si lo que tienen se puede resolver 
mediante una operación quirúrgica; con casos de cataratas y de pterigion, que es una enfermedad no muy 
extendida que también afecta la visión y que puede ser operada. 


Además de los dos mil que fueron a operarse a Cuba, en números redondos, la última cifra a estos días se 
ubica en siete mil doscientos. También tenemos trescientos, en números redondos, que han obtenido pasaje 
gratis y han venido desde Artigas, Rivera, Cerro Largo, Paysandú, Salto, Tacuarembó, Paso de los Toros, en 
grupos de diez, doce o quince, con un acompañante para orientarlos. Este traslado se nos ha facilitado porque 
en virtud del convenio que últimamente hizo Salud Pública con una cooperativa, hay un ómnibus que sale a 
las siete menos cuarto de la Terminal de Tres Cruces, del Andén 0, y desde allí los jubilados son 
transportados gratuitamente al Hospital de Ojos. El problema aquí no es el costo sino lo que significa para 
gente que viene de Artigas, de Salto o de Rivera y que ve poco, tener que bajarse del ómnibus, cruzar la calle, 
esperar y tomar un medio de transporte colectivo. Esto también significa un trabajo que requiere de eficiencia 
para su coordinación. 


Termino diciendo que por el Tarará-Prado, lugar de estadía transitoria, a la fecha pasaron mil cuatrocientos 
cincuenta jubilados, y no solo jubilados, porque el centro es para todos aquellos que vienen del interior y no 
pueden volver a su casa debido a la distancia; tengo la lista lugar por lugar, departamento por departamento. 


Entonces, a través de la coordinación de distintos organismos, pero con la participación del Directorio del 
Banco de Previsión Social, y en particular no quiero magnificar las cosas con la coordinación del 
representante de los jubilados y con todo el equipo que está trabajando con él en su oficina, se ha podido 
encauzar la situación en la cual de estos dieciséis mil novecientos revisados, unos siete mil doscientos ya han 
sido operados. Algunos han sido operados por segunda vez me refiero al segundo ojo, porque normalmente se 
opera uno, con eso la persona recobra parte de la visión, lo cual le permite desenvolverse de otra manera y 
luego, cuando puede, se opera la otra vista o se operaron de un ojo en Cuba. 


Entonces, con el papel de las organizaciones de jubilados y pensionistas, fundamentalmente de las filiales de 
ONAJPU, pero también de otras organizaciones que han integrado esta coordinación, hemos podido hacer las 
pesquisas en forma organizada, sin que haya habido protestas o malestar en gente que no fue atendida o que 
quería otro tipo de tratamiento, atendiendo a más de dieciséis mil personas y esperamos que en los quince 
días que quedan de abril y en el mes de mayo, a ritmo de tres mil por mes, podamos llegar a cuatro mil 
quinientas, con lo cual esa cifra de nueve mil bajaría a la mitad a fin de mayo aunque, como nos ha pasado 
hasta ahora, si bien el número baja por un lado, por los ya pesquisados, por otro sigue creciendo. Hace quince 
días teníamos veintiún mil o veintidós personas mil entre anotados y pesquisados, con menos de quince mil 
pesquisados, y hemos pasado a dieciséis mil novecientos pesquisados; sin embargo se llegó a nueve mil en 
lista de espera. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BLASINA.- Yo creo que el carácter de este intercambio con quienes nos visitan podría dar 
lugar a que este tema se dé por sabido, asumido y en consecuencia soslayado, además, por el ámbito en 
que se plantea. 


Yo iba a efectuar una pregunta y un comentario. La pregunta me la ahorra el Director Stari porque 
efectivamente a los siete mil doscientos operados se le agregan los dos mil operados en Cuba. 


Y el comentario tiene que ver con lo siguiente. Yo no dudo en el calificativo que voy a hacer. Y no solo lo 
digo acá: no sé si saben que los legisladores tuvimos la oportunidad ofrecida por ANDEBU de utilizar su 


cadena en las emisoras de cable del interior del país para intervenir, en 2007-2008, en aquellos temas que se 
nos ocurriese plantear. Estoy hablando de todos: los noventa y nueve Diputados. Y en nuestra última 
intervención, el año pasado, hicimos alusión a este tema y quería decir que coincido totalmente con el 
calificativo de "Operación Milagro": esto lo dije públicamente. Junto con el "Plan Ceibal" en ese momento lo 
manifesté así constituye una medida estrictamente revolucionaria y no hay que buscarle pelos en la sopa a la 
terminología. Es revolucionaria la medida y también lo es, como complemento, el apoyo y el entusiasmo que 
ha concitado en la gente para que se llegue a estos números que se están manifestando en el día de hoy. 
Porque a estos números no se llega simplemente por la medida inicial, sino a partir de que se sumó gente en 
todo el país que entendió el tema, lo asumió como una iniciativa que no tiene antecedentes históricos en el 
país y que, naturalmente, requería la atención que se le está dando. 


No quería guardarme este comentario, a pesar de que tal vez solo quede en la versión taquigráfica, porque 
realmente lo siento así y lo he expresado de esa manera en todos los lugares donde el tema se comenta. Sé 
que es absolutamente destacable este asunto, sin desmerecer otros, en la medida en que caracteriza una 
política deliberada, dirigida a contemplar situaciones de carácter social, en este caso extremas, que antes no 
habían sido atendidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que unifiquemos el 5* y el 6” punto del orden del día para su 
tratamiento, que tienen que ver con la implementación de dos leyes, sin perjuicio de otras. Una de ellas 
refiere a los ex trabajadores de la industria frigorífica y la otra es la N” 18.033, relativa a los ex presos 
políticos. 


SEÑOR MURRO.- En este punto, quisiera que tomara la palabra el Director Cuervo, quien es el 
representante que actúa en la Comisión que se encarga del abordaje de la Ley_N” 18.033 y además 
integra la Comisión asesora con relación a Ley N” 18.310. 


SEÑOR CUERVO.- Quiero decir que en este momento se está implementando una cantidad de leyes, 
como prácticamente nunca ha ocurrido en la historia del BPS. Por lo tanto, es bueno ceñirse a las dos 
mencionadas que son las que presentan mayores dificultades en torno a los colectivos que están detrás 
de ellas, en la medida en que pueden cuestionar algunos aspectos o sentir urgencias en otros. 


En primer lugar, voy a referir a la Ley_N? 18.033, ya que tiene un carácter más general. Prácticamente ya 
estamos entrando en el tercer año de su vigencia: esta Comisión está funcionando hace ya dos años, y a mi 
juicio ha tenido la virtud de contemplar a las organizaciones representativas de los colectivos. Hay 
participación institucional en esta Comisión que resuelve los casos de persecución ideológica, política o 
gremial durante determinado período, a través de colectivos de ex presos políticos, exiliados y de la central 
de trabajadores del PIT-CNT. 


A mi juicio eso derivó en un funcionamiento muy fluido de la Comisión, donde se trabajó a veces por 
consenso, otras por unanimidad, y en algunos casos con discrepancias sobre temas puntuales, pero en general 
hubo coincidencias en la aplicación de la ley, salvo puntos que ya han venido al Parlamento. La Comisión, 
después del año de instituida, debió hacer un informe al Parlamento sobre cómo había sido su trabajo, las 
carencias que veía y también hubo informes del PIT-CNT y de las organizaciones de perseguidos. Por lo 
tanto, eso obra en poder del Parlamento y no voy a extenderme sobre el particular. 


Quiero señalar que si bien el BPS como tal integra con un delegado la Comisión especial que trata todos 
estos asuntos, ha dado la importancia que merecía a los planteos hechos desde el Poder Ejecutivo y desde el 
Poder Legislativo en cuanto a la aplicación de esta ley y hemos contribuido, no solo con la representación de 
un Director en la Comisión lo cual le da la relevancia política que la implementación de esta ley tuvo para el 
BPS sino con un grupo de trabajo de personal especializado del propio Banco. El PIT-CNT y el colectivo de 
los damnificados han resaltado cómo ha funcionado esta Comisión. Voy a citar algunas cifras que pueden ser 
bastante elocuentes con respecto a lo que ha sido el trabajo de esta Comisión. En total se presentaron 9.214 
personas; se pueden seguir presentando en cualquier momento, porque su derecho no caduca. De manera que 
las cifras pueden aumentar en el futuro, en la medida en que se sigan presentando personas que estarían 
amparadas por haber estado presas y procesadas en el Uruguay. De esas nueve mil y tantas personas que se 
presentaron, seis mil doscientas pertenecen a Montevideo, aproximadamente dos mil quinientas al interior y 
unas seiscientas veinte, al exterior. Ya hay resolución con respecto a cinco mil novecientos expedientes, es 


decir, 63% de los casos presentados. De esas casi seis mil personas, sobre cuyos casos ha habido resolución, 
aproximadamente cuatro mil setecientas nos basamos en datos del mes de marzo; día a día el número 
aumenta tuvieron resolución afirmativa y alrededor de mil trescientas, negativa, es decir, a juicio de la 
Comisión, no estaban amparadas por la norma. 


Ustedes conocen el tema. Hay determinados beneficios que van por separado. En algunos casos, el beneficio 
está referido exclusivamente al cómputo jubilatorio; en otros, cuando no se alcanzan causales comunes, está 
referido a una jubilación especial; y en otros, a una Pensión Especial Reparatoria, que excluye el cobro de 
cualquier otro tipo de jubilación o pensión. Esa Pensión Especial Reparatoria está planteada para aquellas 
personas que durante el período que va desde febrero de 1973 hasta febrero de 1985 hayan sido detenidas y 
procesadas por la Justicia civil o militar. 


En los casos resueltos en el sentido de que tienen derecho a la PER Pensión Especial Reparatoria, de pronto, 
no es eso lo que realmente están cobrando. ¿Por qué? Porque en algunos casos, por el cómputo ficto de esta 
ley, a la persona le corresponde una asignación jubilatoria que es superior al monto de la PER y, por lo tanto, 
opta por cobrar su jubilación y no la PER. En este momento, son tres mil doscientas las personas que están 
percibiendo el beneficio de la Pensión Especial Reparatoria. Eso no significa, como ya dije, que haya otras 
personas que tengan el derecho a cobrarla y no puedan hacerlo porque, por ejemplo, como en el caso de 
muchos legisladores, tienen un ingreso superior por su actividad laboral que el permitido por la ley. 
Probablemente, cuando dejen de percibir ese ingreso, tendrán la posibilidad de pasar a cobrar la Pensión 
Especial Reparatoria. De manera que la cantidad de Pensiones Especiales Reparatorias pagadas hasta ahora 
no coinciden con el número de personas que tienen derecho a cobrarla. 


Esto es lo que tengo para decir en líneas generales. No sé si se quiere saber algo más con respecto a esta 
norma concreta. 


SEÑOR BLASINA.- El doctor Cuervo nos dice que tres mil doscientas personas están cobrando 
efectivamente la PER. ¿Cuántas son las que no la están cobrando por la circunstancia que el Director 
acaba de mencionar? 


SEÑOR CUERVO.- No tengo la información en este momento; podría sacar los datos de un cuadro 
que tengo acá. Se puede calcular cuántas personas tienen derecho a esa pensión y no la están cobrando 
por distintas causas, pero no se lo puedo contestar en este momento. 


SEÑOR BLASINA.- La segunda pregunta, que no busca una respuesta taxativa, es en qué tiempo se 
estima que la Comisión puede culminar su trabajo. 


SEÑOR CUERVO.- En realidad, la Comisión puede no terminar nunca su trabajo, ni siquiera cuando 
fallezca el posible beneficiario de esa pensión, porque también puede haber pensionarios de esa 
Pensión Especial Reparatoria. En líneas generales, el grueso del trabajo ya culminó. Quedan por 
resolver nada más que seiscientos ochenta y dos casos, que es el 7% de los presentados hasta el 
momento. Es muy difícil determinar cuánto tiempo puede llevar; al ritmo que se viene trabajando 
podría quedar culminado este año, pero mientras siga vigente esta ley y no haya otra norma que la 
modifique, la Comisión no me refiero a las personas que la integran, sino a la Comisión como tal 
tendrá que seguir existiendo porque la presentación al amparo de los derechos que otorga la ley no 
caduca y puede haber gente que esté en condiciones de presentarse, porque estuvo presa, procesada 
por la Justicia civil o militar y no se haya presentado todavía. Podría darse el caso de que una persona 
no se presente ahora, porque sabe que no tiene derecho porque está trabajando y tiene un ingreso 
superior, pero si cesa en ese trabajo porque lo echan o por lo que fuere, puede presentarse después y la 
Comisión deberá considerar el caso. 


De manera que, en principio, el trabajo de la Comisión no tiene fecha cierta de finalización. Cabe aclarar que 
uno de los criterios que adoptó la Comisión fue no ceñirse exclusivamente al orden de presentación y al 
número de expediente, sino que por consenso de los integrantes se resolvió tener consideración con algunos 
casos especiales al respecto, fue muy importante la participación de las representaciones sociales, tales como 
el de personas que estaban viviendo en extrema pobreza, en situación de calle o que estaban muy enfermas; 
en este colectivo hay mucha gente con problemas de salud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la ley relacionada con la industria frigorífica, quisiera 
plantear dos o tres consultas, porque me parece que eso puede facilitar la dinámica. 


En la Comisión hay gran preocupación sobre ese asunto. Concretamente, el señor Diputado Esteban Pérez 
planteó este tema en la sesión en la que consideramos esta convocatoria. A todos nos ha llegado la inquietud 
y en buena medida la ansiedad creo que bastante justificada de los posibles beneficiarios de esta norma. Ellos 
nos trasladan por lo menos, a mí algunas interrogantes o quejas muy concretas. 


En primer lugar, hablan de la excesiva lentitud que aparentemente está teniendo la tramitación de todo esto. 
Según se nos dice eso es lo que queremos preguntar, se habrían resuelto apenas ochenta casos en más de por 
lo menos setecientos interesados que se habrían presentado, teniendo en cuenta que la ley está vigente desde 
hace nueve meses; si mal no recuerdo, se aprobó en julio del año pasado. 


En segundo término, se nos dice que el BPS estaría manejando un criterio de exigir cien jornales 
efectivamente trabajados y probados, cuando según yo recuerdo espero que la memoria no me traicione la ley 
no establece esa condición como un requisito a los efectos de configurar el derecho. 


SEÑOR FERRARI. No sé si la pregunta refiere a los cien jornales o a que estén probados y 
documentados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A las dos cosas. 


En tercer lugar, como un aspecto colateral, ellos se quejan de una suerte de discriminación que estarían 
sufriendo, precisamente, con relación a los beneficiarios de la Ley_N*” 18.033 en lo que tiene que ver con la 
cobertura de la salud. Por un Decreto del Poder Ejecutivo se habría otorgado a los beneficiarios de la Ley 
N? 18.033 la asistencia gratuita en Salud Pública, en una especie de perforación o excepción al sistema de 
salud. Este grupo de trabajadores considera que por estar en una situación objetiva equivalente o similar 
deberían tener el mismo derecho. No sé si el BPS ha analizado ese tema; por supuesto, sé que no es su 
competencia directa, pero como órgano asesor eventualmente podría tomar alguna iniciativa. 


SEÑOR CUERVO.- Viene bien aclarar estas cosas, porque hay un error de información cuando se 
señala que se han resuelto nada más que ochenta casos en un universo de setecientos u ochocientos. 


Como introducción quiero señalar que la implementación de esta ley tiene sus problemas prácticos. Cuando 
se sanciona la Ley_N* 18.033, se establece la creación de una comisión especial para abocarse al trabajo 
exclusivo de esos temas; en ella están representados una serie de organismos estatales, además de las 
representaciones sociales. En el caso de la Ley_N? 18.310, relativa a la industria frigorífica, si bien el 
universo de personas presuntamente amparadas es más pequeño, desde el punto de vista de la 
instrumentación, no se crea una comisión especial y esto pasa a ser una tarea cotidiana del Banco de 
Previsión Social, además de todas las otras leyes que se están implementando en la actualidad. Por lo tanto, 
teníamos que ver cómo resolvíamos el problema, porque estábamos conscientes de que era un colectivo que 
desde hacía muchos años estaba planteando la resolución de su situación y el Parlamento, a través de la ley, 
quiso que se resolviera en forma rápida. Entonces, se plantearon soluciones un poco originales y por fuera de 
lo que es el manejo normal de todo el funcionamiento de las prestaciones de jubilaciones y pensiones. ¿Por 
qué? Porque había cuestiones de prueba muy particulares; hubiera sido bueno contar con personal 
especializado en esos temas para poder dilucidar mejor estas cosas. Por estas razones se creó dentro del BPS 
una comisión especial con carácter de asesora del Directorio, que tiene competencia residual para todos los 
casos de difícil dilucidación. La comisión está integrada por técnicos especializados en esta materia; se creó 
un grupo especial de trabajo para coordinar entre la línea de servicios y esta comisión asesora y realizar todo 
ese trabajo. En base a esto se ha empezado a trabajar. Al principio costó un poco encontrar la manera de 
funcionar ágilmente pero, a mi juicio, se logró. 


Con respecto a lo que señalaba el señor Presidente de la Comisión en cuanto a la excesiva lentitud de los 
casos, realmente creo que hay un problema de información porque ochenta son los casos que han tenido 
resolución favorable, pero no quiere decir que solo se hayan resuelto esa cantidad de casos. Esto puede dar 
lugar a confusión. Hasta el momento se presentaron novecientas diecinueve personas; estos datos también 
están actualizados al mes pasado. De esos más de novecientos casos ya se resolvieron cuatrocientos cuarenta 


y tres, casi el 50% de los presentados. Lo que ocurre es que de esos cuatrocientos cuarenta y tres, solo 
ochenta tuvieron resolución afirmativa. ¿Qué lectura se puede hacer de lo pasa acá? Esta ley tuvo mucha 
difusión, no desde el Parlamento, sino por parte de operadores que no conocían exactamente la norma y de 
agrupaciones o colectivos diseminados por ahí que pensaban que todo el mundo iba a estar amparado por esta 
ley. Entonces, se presentaron una cantidad de personas que prácticamente por el hecho de haber comprado un 
churrasco en una carnicería se sentían con derecho a hacerlo; por supuesto, esto lo digo en broma. No tenían 
derecho, pero son casos, y hay que estudiarlos antes de decidir si tienen o no derecho. Eso es lo que ha 
entorpecido y de alguna manera ha enlentecido la resolución de los casos, porque a priori no podemos saber 
quién puede ampararse a la ley y quién no; tenemos que estudiar todos los casos. Yo creo que eso es lo que ha 
provocado la demora. 


De cualquier manera entiendo que se ha adelantado mucho. Son ochenta los casos en los que las personas ya 
están cobrando su jubilación o pensión. 


Ante esta avalancha de presentaciones y luego de ver que muchos de ellos no tenían derecho, tuvimos que 
hacer trabajos especiales. Creamos dentro del Banco de Previsión Social, en coordinación con la comisión 
especial asesora a que hacía referencia y la línea de servicios, un equipo volante que inclusive se dedicó, por 
su especialización, a viajar al interior, a los lugares de donde provenían muchos casos, como Las Piedras, 
Cerrillos, Canelones y Fray Bentos. Este equipo estaba integrado por un grupo de colaboradores que ya 
estaba trabajando en la Ley N* 18.033; se trasladaban hasta el lugar para conseguir los expedientes. 


Creo que se ha agilizado mucho el trabajo. Hay que tener en cuenta que hay que presentar pruebas y testigos; 
a veces los testigos declaran muy mal y no se llega a nada. Quiere decir que esto tiene sus dificultades. Cada 
caso en particular es un procedimiento administrativo y lleva su tiempo. 


En cuanto a la pregunta sobre las cien jornadas trabajadas, la Ley_N” 18.310 es clara al respecto: habla de 
trabajo efectivo. Sé que dentro de este colectivo de personas se plantea que existen normas que establecen 
que el tiempo que se está en la Caja de Compensación, en seguro de paro, o lo que fuere, son computados a 
los efectos jubilatorios. Pero esta Ley, que es especial, habla de cien jornadas; se quiso acotar esto para que 
no hubiera casos con un día de trabajo y el resto en la Caja de Compensación; supongo que esa fue la idea del 
legislador. La Ley habla de trabajo efectivo. Nosotros no podemos dar solución a ese tema. En todo caso, la 
solución debería ser legislativa; nosotros no tenemos la opción de hacer una interpretación extensiva. 


Con respecto a la cobertura de salud, podemos decir que efectivamente, a través de los Ministerios de Salud 
Pública y de Trabajo y Seguridad Social se dio cobertura de salud a determinadas personas, no a todas, sino a 
las que estuvieron presas. Yo manejo esta información porque tuve intervención en el tema como participante 
de la comisión especial que trabajó con relación a la Ley N” 18.033, pero esta no es una cuestión del Banco 
de Previsión Social. En este otro caso, según tengo entendido, no existe una disposición al respecto. En todo 
caso, es competencia de los Ministerios de Salud Pública y de Trabajo y Seguridad Social, en definitiva, del 
Poder Ejecutivo, y no del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR MURRO.- Quiero reafirmar algunas cosas. 


En este tema no hay ninguna lentitud. Nos encontramos ante una ley que tiene sus particularidades. Tuvimos 
que reglamentarla en el BPS; tuvimos que nombrar una comisión asesora porque la ley no preveía, como en 
otras leyes similares a esta, la creación de comisiones asesoras, que nos facilitan mucho el trabajo, porque 

son las que analizan las situaciones; creamos un grupo de trabajo especial, como decía el Director Cuervo, y 
hasta pusimos un Director al frente para encargarse directamente de este tema dentro de la comisión asesora. 


Una cosa es la aprobación de la ley. Nosotros tuvimos que reglamentar su aplicación, crear la comisión, 
estudiar caso por caso y enviar gente al interior del país como muy bien decía el Director Cuervo, y a esta 
altura se han resuelto más de la mitad de los casos. 


A esto agregaría otro dato: de setecientos tres casos de ese total de novecientos diecinueve, ciento cincuenta 
están a la espera de documentación de la gente. De manera que si a más de la mitad de los casos ya resueltos 
agregamos esos ciento cincuenta en los que se está esperando que la gente traiga documentación, yo diría 
teniendo en cuenta la cantidad enorme de cosas que está haciendo el BPS que estamos en muy buenos 
tiempos. 


SEÑOR CUERVO.- Hay una cuestión que me olvidé de plantear y que creo que ha facilitado este 
trabajo y es que los representantes del personal de los frigoríficos que podría estar amparado por esta 
ley ha estado en consulta permanente. Así como veíamos la experiencia de participación de las 
organizaciones sociales en la Comisión relativa a la Ley N” 18.033, no por la vía oficial porque no existe 
una norma que así lo establezca, pero sí por vía oficiosa, la Comisión especial asesora, los técnicos, han 
estado en contacto con representantes de los distintos colectivos, con el ex secretario de la Federación 
de la Carne. En el Frigorífico Melilla también hay un colectivo que tiene su representante y a todos se 
les ha dado la misma información que figura en los cuadros que están en mi poder y que les 
entregaremos a ustedes: los representantes de los trabajadores la tienen en forma prácticamente 
semanal, o sea que han seguido las distintas alternativas. Esto no quiere decir que no haya algún 
entorpecimiento y que se demore en un lado más que en otro; todos quienes conocemos lo que es un 
trámite jurisdiccional, aunque no sea administrativo, sabemos que estas cosas suceden. Han estado 
participando y colaborado, lo cual ha resultado de muchísima utilidad para la Comisión especial y 
para los técnicos que trabajan en esto a fin de resolver y de separar casos que en un principio podrían 
parecer muy oscuros, en la medida en que ha pasado el tiempo y teniendo en cuenta las características 
de una actividad que es muy específica. 


SEÑOR MURRO.- Quisiera referir a otras leyes; aquí se habló de las leyes en general, si bien se hizo 
especial énfasis en la N” 18.033 y la N” 18.310. Yo voy a hacer hincapié en otras normas que estamos 
aplicando. Nosotros seguimos la lectura de la versión taquigráfica de la Comisión y sabemos de la 
preocupación de los legisladores por ellas. 


En particular, voy a aludir a la Ley N” 18.355, que establece la liquidación de las pasividades de los 
trabajadores de la construcción hacia atrás hacia 1975, y desde ahora en adelante para los actuales 
trabajadores de la construcción. Al momento ya se llevan pagadas 7.574 pasividades; 6.899 se han hecho por 
vía automática y 675 manualmente, porque ustedes saben que hay cosas que estaban registradas 
informáticamente en el BPS y otras que no, por lo que hubo que hacer todo un trabajo en este sentido. Con 
esto estamos hablando de que aproximadamente la mitad de los trabajadores beneficiados son entre quince 
mil y veinte mil los eventuales beneficiarios de esta ley ya están cobrando su pasividad mejorada. Estamos 
hablando de más de cinco mil jubilados que ya están cobrando su mejora jubilatoria y de unas dos mil 
doscientos pensionistas, viudas de trabajadores de la construcción. 


Hay otro tema sobre el que el BPS ha adoptado resolución. En el caso de la construcción hablábamos de 
1975, ahora vamos a hablar de 1977, 1979, cuando se terminaron las Represas de Salto Grande y Palmar. En 
este sentido, los trabajadores organizados de estas represas nos suministraron información sobre doce 
departamentos del país. Esto particularmente se concentra en la zona de Salto, Río Negro, Paysandú: han 
llegado mil cuarenta y nueve solicitudes y, por resolución del BPS, se pudieron ubicar documentos y 
reliquidar los expedientes. Hay doscientos setenta y seis, o sea más de la cuarta parte, que ya están cobrando. 


Decimos estas cosas porque son simultáneas a estas otras leyes que estamos viendo; en el caso de la 
construcción hablamos de más de treinta años atrás y en el caso de Salto Grande y Palmar, de treinta años. 
Recientemente hemos resuelto todavía no se empezó a implementar otro reclamo que teníamos de 
trabajadores de Refrescos del Norte estamos hablando de Coca Cola particularmente de los departamentos de 
Paysandú y Salto, quienes tenían reclamos de reliquidaciones desde 1951; estamos hablando de más de 
medio siglo atrás. Se estima que allí puede haber unos quinientos beneficiarios. En este caso, también por 
documentación fehaciente aportada por ellos en cuanto a salarios, etcétera, por resolución muy reciente del 
Directorio de 25 de marzo se está comenzando a implementar la reliquidación. 


Por último, quería dar algunos datos generales del BPS porque me parece que hacen a todo esto, para dejarles 
la documentación a los legisladores y para que conste en la versión taquigráfica. Tenemos la satisfacción de 
que hemos cerrado el año 2008 con la mejor recaudación del BPS, en valores constantes: van cinco años 
consecutivos de mejor recaudación. En los cuatro años de esta Administración estamos teniendo los mejores 
guarismos, con un crecimiento del 11% en términos reales en 2005, del 10% en 2006, del 4% en 2007 y del 
4% en 2008, y el valor en plata recaudado es el más alto de la historia del BPS en miles de dólares a precios 
constantes. 


Por otro lado, también cerramos el año 2008 con el mayor récord de puestos cotizantes al BPS. Estamos 
teniendo un crecimiento de casi el 10% en 2005, de casi 8% en 2006, de casi 8% en 2007 y del 7% en 2008. 


Cerramos el año 2008 con un promedio de un millón doscientos cuarenta y ocho mil seiscientos veintitrés 
puestos cotizantes. Esto está signficando trescientos mil puestos cotizantes más que el anterior récord que era 
de 1998, con novecientos sesenta y seis mil quinientos treinta y tres puestos cotizantes. Esto nos ubica que 
tanto en recaudación real como en puestos cotizantes, o sea personas protegidas, estamos en un récord 
histórico. 


Me permito abusar de los señores legisladores para recordar esta serie de normas aprobadas por este 
Parlamento que estamos implementando, porque ello tiene que ver con todo el trabajo que estamos haciendo. 
En ese sentido aprovechamos para realizar un nuevo reconocimiento a los funcionarios del BPS por el muy 
intenso trabajo que están realizando. Recordamos que el BPS tiene en este año 2009 menos funcionarios que 
los que tenía en 2005 y antes y seguramente estamos teniendo una de las mayores intensidades de trabajo en 
la historia. 


En este sentido quiero destacar lo que ha significado la aplicación de la nueva ley del sistema de salud, por 
ejemplo, cómo se ha beneficiado a las mujeres con ella. Del mismo modo, la Ley_N” 18.395 y una serie de 
medidas las beneficia, en particular, el reconocimiento de un año de trabajo por hijo, la mayor facilidad para 
el acceso a las jubilaciones y lo que está establecido para los mayores de cincuenta años. 


También nos parece importante resaltar la Ley N* 18.399, relativa al Seguro de Paro. En ese sentido, 
señalábamos la cantidad de solicitudes que hemos tenido en algo más de dos meses. Esta norma también 
facilita el acceso a las mujeres, pero también a los trabajadores zafrales o temporarios. 


Del mismo modo, la ley de asignaciones familiares supone un beneficio directo para las mujeres. A vía de 
ejemplo, antes de esta nueva norma, en el viejo sistema las mujeres que cobraban la asignación familiar eran 
solamente el 45%; el 55% eran hombres. Ahora, con la nueva ley, el 91% de quienes cobran la asignación 
familiar son mujeres. Esto significa, además, que se está entregando en plata a la gente un 51% más de 
presupuesto. O sea que la gente que cobra asignaciones familiares está percibiendo ese porcentaje más de lo 
que recibía antes de la nueva ley. 


Por otra parte nos interesa destacar otro hecho importante que es el aumento que hemos tenido en las 
asignaciones familiares en el sector de la enseñanza media, así como el incremento de la matrícula en la 
enseñanza media y la disminución de la deserción. Con la nueva ley hemos aumentado de cuarenta y tres mil 
a setenta mil los beneficiarios de asignación familiar en la enseñanza media; este es un hecho muy 
importante. 


Otra ley que estamos aplicando y que tiene directo impacto sobre la mujer, es la de unión concubinaria, que 
entró en vigencia también en enero de este año. Señalamos todo esto porque explica de alguna manera todo el 
trabajo que estamos haciendo y la comprensión que a veces pedimos a este respecto. En este sentido ya 
tenemos un centenar de solicitudes y ahí se nos ha agregado algo que no pensábamos, porque suponíamos 
que la determinación de la unión concubinaria se iba a resolver en la Justicia. Creo que con muy buen afán 
protector el Parlamento decidió que ello se haría por resolución judicial o por el BPS y queremos decirles que 
la inmensa mayoría de las solicitudes que recibimos las tenemos que probar nosotros, con lo cual se nos ha 
agregado un trabajo inesperado: el BPS tiene que salir a probar el concubinato. 


Estas son las cuestiones de las que a veces uno no se da cuenta, porque esto es distinto a decir: "le otorgamos 
una pensión a la concubina", porque eso viene probado por vía judicial. En este caso, nosotros tenemos que 
salir a probar esta situación; puede venir por vía judicial, en cuyo caso nos alegramos, porque disminuye 
nuestro trabajo. Pero tenemos que aplicar la reglamentación y salir a probar el concubinato nosotros, cuando 
no hay prueba judicial. 


Cabe mencionar que también se ha avanzado en lo que tiene que ver con la ley de las trabajadoras 
domésticas. 


Asimismo, importa destacar la serie de normas que se ha aplicado para los jubilados y pensionistas. 
Recordamos que en el mes de julio va a haber dos ajustes importantes, uno ya lo cité hoy: el segundo 
aumento de las jubilaciones mínimas, el nuevo aumento de 1.25 BPC a 1.50 BPC, lo que beneficia a unas 
treinta mil personas. Por otra parte, el 1* de julio se produce el tercer ajuste de los topes del Acto 9; o sea que 
ahí también tenemos en la otra punta de la escala, digamos, un nuevo beneficio: por tercer año consecutivo se 
ajustan estos topes. Aquí hay aproximadamente unos nueve mil beneficiarios. 


Por último quería destacar que a los efectos de no cargarlos con más papeles desde la Secretaría General del 
Directorio hemos enviado por mail a los señores legisladores y a los secretarios de la Comisión, la memoria 
del año 2008 del BPS, que es el informe que hicimos a Presidencia de la República, de modo que si lo desean 
puedan consultar, preguntar y tener más elementos de información a ese respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia del Directorio del Banco de Previsión 
Social y toda la información que ha volcado en este ámbito; esta ha sido una provechosa reunión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


